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1. Introducción
La mediación penal es un proceso que pretende alcanzar un acuerdo entre víctima y res-

ponsable de un hecho delictivo que permita a la primera una satisfacción y reparación por los 
daños y perjuicios que el delito le ha producido y al segundo una oportunidad de contribuir a 
enmendar los efectos personales perniciosos que con su conducta ha generado a los perju-
dicados con efectos en el proceso penal que pretende determinar la pena que le corresponda 
o bien ejecutar una pena que ya le ha sido impuesta.

La creciente relevancia de este tipo de procesos se integra en un momento histórico en 
el que el proceso penal se ha empezado a considerar no solo para la aplicación de la norma 
penal respecto del investigado o acusado con plenas garantías del derecho de defensa y de 
los demás derechos fundamentales afectados, sino también como un medio idóneo para 
la reparación de la víctima, que además ostenta derechos respecto de la intervención en el 
propio proceso y la evitación de nuevos perjuicios. En consecuencia, el derecho procesal 
penal se abre en la actualidad a la mediación como un medio idóneo para coadyuvar a los 
fines contemporáneos del proceso penal.

No obstante, el propio concepto de la mediación, que implica una transacción o compro-
miso entre investigado, acusado o condenado y víctima resulta parcialmente incompatible 
con los principios de indisponibilidad del objeto del proceso penal y los históricos de legali-
dad y necesidad que han inspirado la regulación procesal en nuestro ordenamiento jurídico. 
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La actual posición legislativa va abriendo espacios para encajar la mediación penal en el 
proceso español, destacándose la reciente entrada en vigor de la Ley Orgánica 1/2025, de 
2 de enero, de medidas en materia de eficiencia del Servicio Público de Justicia, que con-
templa una regulación específica sobre la mediación en el proceso penal, que supone una 
aceptación definitiva de la mediación penal como actividad compatible con el ejercicio de 
la potestad punitiva estatal, aprobándose en consecuencia la posibilidad de desarrollo de 
mediaciones respecto de los delitos que por su naturaleza fuesen susceptibles de media-
ción, y cualquiera que sea la fase del procedimiento penal —incluyendo la ejecución—, con la 
única excepción de aquellos supuestos en que se encuentre legalmente vedada (v.gr. artículo 
3.1, in fine de la Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la víctima del delito). La reforma 
operada por la mencionada LO 1/2025 introduce la Disposición Adicional Novena de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal. Dicha disposición incorpora una novedosa regulación específica 
sobre la mediación entre investigado, acusado o condenado en el proceso penal y la víctima, 
que anteriormente carecía de regulación procesal autónoma y supone su plena aceptación e 
integración en el proceso penal español.

El presente artículo pretende ofrecer una concepción general de la posición actual de la 
mediación penal de adultos en nuestro ordenamiento jurídico, con breve referencia a los ins-
trumentos internacionales que contemplan esta figura, y con especial estudio del régimen de 
la mediación penal en nuestro derecho tras la entrada en vigor de la Ley Orgánica 1/2025, de 
2 de enero. El estudio abarca no solo el examen crítico de las consecuencias que el legislador 
prevé para estos supuestos, sino también otros efectos que se puedan prever o se hubieran 
podido incluir dentro de la propia norma reguladora de las consecuencias precitada. El desa-
rrollo del artículo incluirá también un estudio del proceso de mediación, incluyendo su forma-
ción, sujetos y actos que lo constituyen hasta el pretendido acuerdo final. Asimismo, durante 
el trabajo se destacarán los supuestos de inexistencia o insuficiencia de regulación norma-
tiva, incluyendo alguna propuesta de positivización de aquellas materias que se encuentren 
desreguladas por el ordenamiento jurídico.

En último lugar, se realizarán una serie de conclusiones que resuman aquellas circunstan-
cias de mayor interés que resulten de la exposición realizada.

2. La justicia restaurativa y 
la mediación penal

La justicia restaurativa, puede ser definida como «una metodología para solucionar pro-
blemas que, de varias maneras, involucra a la víctima, al ofensor, a las redes sociales, las 
instituciones judiciales y la comunidad. Los programas de justicia restaurativa se basan en 
el principio fundamental de que el comportamiento delictivo no solamente viola la ley, sino 
también hiere a las víctimas y a la comunidad»1. Ríos Martín define la justicia restaurativa 
como la filosofía y el método de resolver los conflictos que atienden prioritariamente a la pro-
tección de la víctima y al restablecimiento de la paz social, mediante el diálogo comunitario y 
el encuentro personal entre los directamente afectados, con el objeto de satisfacer de modo 

1	 ONU. «Manual sobre Programas de Justicia Restaurativa». Oficina de las Naciones Unidas contra la 
Droga y el Delito (UNODC). Viena. 1.ª ed., 2006; 2.ª ed. 2020.
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efectivo las necesidades puestas de manifiesto por los mismos, devolviéndoles una parte 
significativa de la disponibilidad sobre el proceso y sus eventuales soluciones, procurando 
la responsabilización del infractor y la reparación de las heridas personales y sociales provo-
cadas por el delito2. Saéz Valcárcel la define como una justicia que promueve un encuentro 
voluntario y dialogado entre las partes para tratar de la interdependencia de sus necesidades 
e intereses tras la comisión de un hecho delictivo, y que para ello parte de las necesidades 
de las víctimas, que comprenden el trato digno, la protección, la información, la asistencia, el 
acceso a la justicia, la reparación y la recuperación3.

En todo caso, la justicia restaurativa debe ser considerada como un modelo de justicia 
centrado en restaurar el orden jurídico perturbado por la comisión del hecho delictivo, y, por 
tanto, como se expondrá posteriormente, compatible con la norma penal y su aplicación. 
Además, la aplicación de este modelo permite la participación activa de la víctima, todo ello 
dirigido a una efectiva reparación del daño y una más plausible rehabilitación del sujeto. La 
justicia restaurativa se opone así al modelo tradicional represivo-retributivo, en que el objetivo 
único del proceso penal es la imposición de la pena como consecuencia jurídica derivada 
del delito, que si bien con idénticas finalidades, resulta, en los términos que se desarrollarán 
seguidamente, menos efectivo en su consecución. No se pretende la sustitución del proceso 
penal clásico o tradicional, si no un nuevo enfoque del mismo, en que se reúna una finalidad 
principal, cual es la de la aplicación de la ley penal con la plena observancia de todos los 
derechos afectados con otras finalidades complementarias como son una efectiva protec-
ción de la víctima, la normalización y reinserción del condenado, el restablecimiento de la 
convivencia y el diálogo comunitario, la participación de la sociedad civil en el proceso, y 
más genéricamente, el conocimiento de las causas reales y las consecuencias del conflicto, 
buscando la fórmula más idónea para satisfacer las necesidades personales de víctima e 
infractor, en la línea de la Directiva 2012/29/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 
de octubre de 2012, por la que se establecen normas mínimas sobre los derechos, el apoyo y 
la protección de las víctimas de delitos, y por la que se sustituye la Decisión marco 2001/220/
JAI del Consejo. Esta Directiva obliga, en su artículo 12 a los Estados Miembros a facilitar la 
derivación de casos, si procede, a los servicios de justicia reparadora. La Decisión Marco a la 
que la Directiva sustituía ya contenía la obligación de los Estados Miembros de impulsar la 
mediación en las causas penales.

En el ordenamiento penal, la justicia restaurativa, y la implantación de sistemas alternati-
vos postula soluciones justas en términos de restauración o reparación desde la perspectiva 
de la víctima, teniendo una aplicación concreta de gran relevancia en el momento actual en 
la mediación penal, que es definida por la Recomendación CM/Rec (2018), de 3 de octubre 
de 2018, del Comité de Ministros del Consejo de Europa a los Estados miembros en mate-
ria de justicia restaurativa penal, como «cualquier proceso que permita a aquellas personas 
dañadas por el delito y a las personas responsables del daño a participar activamente, si dan 
su consentimiento libremente para ello, en la resolución de las consecuencias resultantes 
del delito, con la ayuda de un tercero independiente y cualificado». La mediación penal se 

2	 Julián Carlos Ríos Martín, «Justicia restaurativa y mediación penal», en ICADE. Revista de la Facul-
tad de Derecho, n.º 98, 2016, pp. 103-126.

3	 Ramón Sáez Valcárcel (dir.), «La mediación penal dentro del proceso. Análisis de situación. Pro-
puestas de regulación y autorregulación. Protocolos de evaluación. Documento ideológico: análi-
sis desde la perspectiva de la política criminal y del derecho a la tutela judicial efectiva», Grupo de 
Investigación, 2010.

111

Francisco Javier Sospedra Beltran La mediación penal de adultos en España  
tras la reforma operada por la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de junio



Revista Derecho y Proceso, n.º 8, diciembre 2025
ISSN: 2951-844X

encuadra en la justicia restaurativa siendo una de sus herramientas, que pretende la bús-
queda de soluciones a las consecuencias del conflicto generado por el hecho delictivo, tanto 
al infractor, como a la víctima, como a la sociedad, sobre la base del diálogo, la negociación 
y la voluntariedad.

El artículo 2 de la Decisión de 8 de octubre de 2002, del Consejo de Europa considera la 
justicia restaurativa «[a] los fines de la presente Decisión, como una visión general del pro-
ceso de la justicia penal en la cual las necesidades de la víctima se sitúan en primer lugar y se 
destaca de modo positivo la responsabilidad del infractor y abarca un cuerpo de ideas relativo 
a diversas formas de sancionar y de tratar los conflictos en las etapas sucesivas del proceso 
penal o en conexión con éste».

El artículo 2.1.d) de la Directiva 2012/29/UE del Parlamento Europeo y del Consejo de 25 
de octubre de 2012 por la que se establecen normas mínimas sobre los derechos, el apoyo y 
la protección de las víctimas de delitos y por la que se sustituye la Decisión Marco 2011/220/
JI del Consejo, por su parte define la justicia restaurativa o reparadora como «cualquier pro-
ceso que permita a la víctima y al infractor participar activamente, si dan su consentimiento 
libremente para ello, en la solución de los problemas resultantes de la infracción penal con la 
ayuda de un tercero imparcial».

El artículo 3 de la Recomendación (2018) 8 del Consejo de Europa a los Estados miembros 
en materia de justicia restaurativa penal describe la justicia restaurativa como cualquier pro-
ceso que permita a aquellas personas dañadas por el delito y a las personas responsables 
del daño a participar activamente, si dan su consentimiento libremente para ello, en la reso-
lución de las consecuencias resultantes del delito, con la ayuda de un tercero independiente 
y cualificado.

Las diferentes normas internacionales ofrecen definiciones coincidentes, en las que des-
taca la naturaleza colaborativa y la esencial participación de la víctima en la solución del 
conflicto. En este mismo sentido se ha pronunciado la Sala Segunda del Tribunal Supremo, 
en Sentencia 770/2013, de 22 de octubre, que establece que la justicia restaurativa se asienta 
sobre el pilar de un nuevo entendimiento del rol de la víctima que pasa de ser el «sujeto 
pasivo» del delito, sin rostro, a ser protagonista, protagonista pasivo pero corporal y concreto 
y por tanto perjudicado, de la acción delictiva, y uno de los fines a que debe atender el sistema 
de justicia penal, es a la protección del perjudicado. La misma resolución destaca que la justi-
cia restaurativa «pone el énfasis en el reconocimiento de los roles de la víctima y del agresor 
poniendo el acento en obtener una respuesta más centrada en el daño concreto causado a la 
víctima y a su reparación, de suerte que la reparación viene a restaurar la situación anterior a 
la infracción, dando satisfacción a la víctima y al mismo tiempo reintegrándose el agresor a la 
comunidad civil por el reconocimiento de su ilegítimo actuar que se patentizaría con el hecho 
de la reparación y reconocimiento de la violación normativa que efectuó».

Ese es el marco teórico de la justicia restaurativa en nuestro ordenamiento actual. La 
mediación penal se encuentra dentro del marco teórico de la justicia restaurativa. Quedan 
unidas en una relación de género a especie, si bien la mediación penal resulta en la actua-
lidad la única figura específica dentro de la justicia restaurativa con una regulación propia. 
Otras ramificaciones de esta visión o proceso de justicia se integran e interrelacionan con 
otras ramas del Derecho. La mediación penal es el único proceso estrictamente dirigido a la 
justicia restaurativa. Tanto es así que los términos mediación penal, proceso de mediación, 
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proceso de justicia restaurativa o proceso restaurativo se utilizan de forma totalmente indife-
rente e intercambiable en la nueva Disposición Adicional Novena de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal.

En puridad, los procesos de justicia restaurativa comprenden otros distintos a la media-
ción penal, como son las conferencias grupales, los círculos y los paneles restaurativos4. 
Solo la mediación penal tiene un recogimiento legislativo. Algunas de las otras técnicas están 
previstas para su utilización por parte de las administraciones prestadoras del servicio de 
mediación. También se aplican en casos de procedimientos restaurativos en el ámbito peni-
tenciario. Sin embargo, el estudio de estas técnicas desborda el objeto del presente artículo. 
Su escasísima aplicación práctica y su falta de previsión normativa determinan su práctica 
irrelevancia en un momento histórico de introducción paulatina de los procedimientos de 
justicia restaurativa en nuestro país. La mediación es, como se ha dicho, el mayor —y único— 
exponente de un proceso puramente restaurativo con participación de la víctima, siendo la 
diferencia sustancial entre la mediación y el resto de técnicas restaurativas es que la primera 
articula un proceso comunicativo entre la víctima y el responsable, mientras que los círculos, 
las conferencias y los paneles integran a otros participantes como pueden ser los familiares, 
miembros de la comunidad, agentes sociales, operadores jurídicos u otros agentes públicos. 
En consecuencia, la mediación penal equivale en la práctica actual en España a la pura justi-
cia restaurativa.

Establecido el marco teórico de la mediación penal en España y su integración dentro del 
movimiento de la justicia restaurativa, falta por concretar su potencial ámbito de aplicación. 
En ese sentido, en cuanto al ámbito objetivo, en el Derecho comparado se observan princi-
palmente dos sistemas: el de la gravedad del delito y el de «numerus clausus» de delitos que 
pueden ser objeto de mediación, acogiendo algunos Estados un modelo mixto. Así, en cuanto 
a la entidad de los hechos, predomina la decisión de aplicar la mediación a delitos no muy 
graves5. Dentro del sistema de «numerus clausus» o listado, los delitos más favorables a la 
mediación penal son los delitos que sean considerados como menos graves, especialmente 
las infracciones contra el patrimonio6.

La única previsión legislativa sobre los delitos que pueden ser objeto de mediación penal 
en nuestro ordenamiento jurídico es de carácter negativo (art. 89.9 de la Ley Orgánica 6/1985, 
de 1 de julio, del Poder Judicial, vedando su aplicación en los delitos de violencia de género 
y artículo 3.1 de la Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la víctima del delito, que amplía 
la prohibición a supuestos de «violencia sexual»). Antes de adentrarnos en el examen de las 
prohibiciones a la mediación actualmente vigentes, cabe realizar dos precisiones. La primera 
es que la mediación penal, por su propia lógica basilar, solamente será aplicable a aquellos 
delitos en que exista una víctima determinada, no siendo susceptible de derivación a media-
ción aquellas causas que se sigan por delitos que atentan contra bienes jurídicos colectivos. 
La segunda es que no existe limitación alguna en atención a las infracciones penales que 

4	 ONU. «Manual sobre Programas de Justicia Restaurativa». Oficina de las Naciones Unidas contra la 
Droga y el Delito (UNODC). Viena. 1.ª ed., 2006; 2.ª ed. 2020.

5	 Eduardo de Urbano Castrillo, «La justicia restaurativa penal», en La Ley Penal, n.º 73, 2010.
6	 María Isabel González Cano, «La mediación penal en España», en La mediación penal para adultos: 

una realidad en los ordenamientos jurídicos, Barona Vilar (coord.), Valencia, Tirant lo Blanch, 2009, 
págs. 19-52.

113

Francisco Javier Sospedra Beltran La mediación penal de adultos en España  
tras la reforma operada por la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de junio



Revista Derecho y Proceso, n.º 8, diciembre 2025
ISSN: 2951-844X

pueden ser objeto de mediación en atención a la pena, pudiéndose derivarse a mediación 
desde los delitos leves hasta los castigados con pena de prisión permanente revisable.

En relación a la prohibición de la aplicación de la mediación en supuestos de violencia de 
género (actual 89.9 LOPJ, anteriormente 87 ter.5 LOPJ), fue introducida por la Ley Orgánica 
1/2004, de 28 de diciembre, de medidas de protección integral contra la violencia de género. 
En el caso de supuestos de violencia sexual fue introducida por la Ley Orgánica 10/2022, 
de 6 de septiembre, de garantía integral de la libertad sexual, mediante la modificación de 
la Ley 4/2015, de 27 de abril. Cabe decir que la prohibición de la mediación en supuestos 
de violencia de género comprende todos aquellos procedimientos penales en que se trate 
de delitos recogidos en los títulos del Código Penal relativos a homicidio, aborto, lesiones, 
lesiones al feto, delitos contra la libertad, delitos contra la integridad moral, contra la libertad 
e indemnidad sexual, contra la intimidad y el derecho a la propia imagen, contra el honor, 
contra las relaciones familiares o cualquier otro delito cometido con violencia o intimidación 
siempre que se hubiesen cometido contra quien sea o haya sido su esposa o mujer que esté 
o haya estado ligada al autor por análoga relación de afectividad, aun sin convivencia, así 
como de los cometidos sobre los descendientes, propios o de la esposa o conviviente, o 
sobre los menores o personas con discapacidad que con él convivan o que se hallen sujetos 
a la potestad, tutela, curatela, acogimiento o guarda de hecho de la esposa o conviviente, 
cuando también se haya producido un acto de violencia de género. Asimismo, se integran 
aquellos procesos para exigir responsabilidad penal por el delito de quebrantamiento previsto 
y penado en el artículo 468 del Código Penal cuando la persona ofendida por el delito cuya 
condena, medida cautelar o medida de seguridad se haya quebrantado sea o haya alguna de 
las personas anteriormente relacionadas. El investigado debe ser un varón y la pareja o expa-
reja una mujer. La prohibición de mediación atiende presuntamente a una mayor protección 
de la víctima, si bien supone la imposibilidad de acceso a un servicio que puede suponerle 
una mayor satisfacción y reparación personal, así como una mejora de su situación conviven-
cial y familiar. Al ser todos estos delitos competencia de las Secciones de Violencia sobre la 
Mujer, la autoridad judicial no podrá derivar a las partes a mediación en los términos de la 
DA 9.ª LECrim. Tampoco podrá hacerlo el órgano competente para el enjuiciamiento o para 
la ejecución.

La proscripción de mediación en estos asuntos se justifica por la necesidad de persecu-
ción obligatoria y de oficio de los delitos relacionados con la violencia de género o doméstica. 
Se trata de una cuestión de índole ideológico. La mayoría de la doctrina patria no se muestra 
conforme con esta limitación7. Se argumenta que los beneficios de la justicia restaurativa no 
solo no se reducen, sino que se incrementan en este tipo de delitos, sobre todo si se tiene en 
cuenta que la víctima y el victimario tienen en muchos casos un vínculo familiar que se va a 
mantener durante el tiempo, al tener hijos en común o ser pareja. También se señala la satis-
facción de la víctima de ser escuchada y de obtener una declaración de perdón de un agresor 
con el que está o ha estado unida en relación sentimental.

En cuanto a la violencia sexual, concepto indeterminado y no definido claramente en el 
ordenamiento jurídico nacional, comprende, a efectos de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de 
septiembre, los delitos previstos en el Título VIII del Libro II del Código Penal, la mutilación 

7	 Carolina Villacampa, «Justicia restaurativa en supuestos de violencia de género en España: si-
tuación actual y propuesta político-criminal», en Política Criminal: Revista Electrónica Semestral de 
Políticas Públicas en Materias Penales, vol. 15, n.º 29, 2020, pp. 47-75.
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genital femenina, el matrimonio forzado, el acoso con connotación sexual y la trata con fines 
de explotación sexual. En estos casos no se podrá dictar resolución derivando a las partes 
a mediación. Valen aquí las críticas anteriormente realizadas. Es más, existen motivos para 
considerar más merecedora de crítica esta limitación que la anterior. Especialmente desde la 
perspectiva de la víctima. En primer lugar, porque, centrándonos en los delitos contra la liber-
tad sexual tiene un especial interés reparador el reconocimiento de hechos y la obtención de 
una disculpa para la víctima. El conjunto complejo de circunstancias y situaciones posteriores 
a la comisión del delito que vienen en constituir la denominada «victimización secundaria» 
alcanzan su grado supremo en supuestos de delitos contra la libertad sexual, especialmente 
en agresiones sexuales. La experiencia personal de la víctima, al sentirse cuestionada desde 
el primer momento de interposición de la denuncia —extremo esencial para el mantenimiento 
de la presunción de inocencia— hacen que un reconocimiento de hechos público por parte 
del investigado o acusado alcance un efecto reparador posiblemente de mayor grado que 
la terminación del procedimiento mediante una sentencia condenatoria. Seguramente habrá 
ocasiones en que las víctimas no quieran participar de un proceso de mediación con sus 
agresores —en su derecho están— si bien ello no debe ser un motivo para prohibir por ley la 
posibilidad de que ese proceso se desarrolle. La prohibición esconde también una excesiva 
heterotutela de derechos que elimina la posibilidad de la víctima de verse resarcida a través 
de un procedimiento de justicia restaurativa, al que siempre debe consentir de forma previa, 
una suerte de minusvaloración del criterio y voluntad de la víctima atendiendo simplemente al 
delito que ha sufrido, lo que sí puede llegar a considerarse una discriminación institucional de 
los perjudicados por esta clase de delitos, sobre todo si se considera el contexto de su intro-
ducción, mediante una ley que persigue garantizar la reparación integral de las víctimas de las 
violencias sexuales, incluida su recuperación, su empoderamiento y la restitución económica 
y moral de las mismas (artículo 1.3.e) de la LO 10/2022). Se entiende que al legislador le per-
turbe que una víctima de agresión sexual pueda encontrarse en una sala con su agresor tra-
tando de alcanzar un acuerdo de reparación y quiera protegerla. Sin embargo, la normativa en 
materia de protección de víctimas ya establece mecanismos adecuados para prevenir dicha 
situación a la víctima, habida cuenta de que solamente se puede desarrollar la mediación si 
la víctima consiente tras haber sido informada adecuadamente (DA 9.ª 3 LECRIM y 15.1.b) 
LEVD), y que antes de que se desarrolle la mediación, el investigado, acusado o condenado 
debe haber reconocido los hechos (15.1.a) LEVD).

La observancia de la realidad práctica refuerza el mantenimiento de dichas posiciones 
críticas, especialmente en casos de conflictividad sistémica en las relaciones entre víctima 
y victimario, ofreciendo la mediación una oportunidad para su encauzamiento. Los funda-
mentos esgrimidos para justificar la prohibición legal de la mediación no alcanzan suficiente 
intensidad para ser considerados adecuados. Los vetos a la mediación, no solo penal, reali-
zado desde la entrada en vigor de la Ley Orgánica 1/2004, y a la mediación penal en casos 
de violencia sexual introducido por la Ley Orgánica 10/2022 deben ser considerados como 
injustificados y perjudiciales, no solo para la aplicación y eficacia de la mediación penal, sino 
también para las víctimas y sus derechos. No parece que esté próximo el momento en que 
esta situación vaya a ser objeto de cambio, lo que debe ser objeto de crítica y afecta de forma 
relevante a las posibilidades de aplicación general y crecimiento de la figura estudiada.

No se está de acuerdo con las referidas limitaciones. La mediación penal debe ser un 
instrumento aplicable a cualquier delito, con independencia de su entidad, pena o bien jurí-
dico protegido, sin que deba prohibirse su aplicación a ninguna infracción penal. Es más, 
de establecerse algún elemento restrictivo de su aplicabilidad este no debería ser de corte 
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objetivo, sino más bien subjetivo, referido a la posibilidad de conciliación de acuerdo entre 
las partes, la conducta posterior del investigado, acusado o condenado o el reconocimiento 
de los hechos por su parte, todo ello con el imprescindible requisito del consentimiento de la 
víctima o la persona o personas afectadas por la infracción penal y sus efectos.

Se ha sostenido la incompatibilidad entre la mediación penal y el principio de legalidad 
propio del derecho procesal penal. Gimeno Sendra define el principio de legalidad como la 
exigencia de que toda pretensión y su resistencia o defensa sea tramitada de conformidad 
con el procedimiento adecuado y las normas procesales previstas en la Ley8. Como contra-
posición del principio de legalidad, y ámbito propio de la mediación penal en su concepción 
generalizada con anterioridad a la LO 1/2025, de 2 de enero, se encuentra el principio de opor-
tunidad, que supone dar la posibilidad de que el Juez o el Ministerio Fiscal, en determinados 
casos, den por finalizado anticipadamente el proceso o incluso no lleguen a incoarlo, pese a 
disponer de pruebas de cargo9, que permite llevar a cabo un tratamiento diferenciado de los 
hechos punibles, excluyendo lo que ha venido en denominarse «las bagatelas penales», es 
decir, aquellos hechos que presentan un escaso interés social, y respecto de los que la impo-
sición de una pena carece de significación y finalidad10.

Ese es el ámbito en el que se había integrado la mediación penal legislativamente reco-
nocida, contando principalmente con dos manifestaciones. La primera es la prevista en el 
artículo 19 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal 
del menor (LORPM), que prevé expresamente la posibilidad de sobreseimiento del expediente 
incoado a un menor, aun existiendo indicios suficientes de comisión del delito, siempre que 
se haya alcanzado una conciliación o reparación entre el menor y la víctima, teniendo en 
cuenta la gravedad y circunstancias de los hechos y del menor, de modo particular a la falta 
de violencia o intimidación graves en la comisión de los hechos. La previsión del desarrollo 
de un proceso de mediación contempla incluso quién debe realizar dicha mediación, corres-
pondiendo dicha función al equipo técnico (19.3 LORPM). Como segunda manifestación, de 
más reciente incorporación a nuestro ordenamiento jurídico, encontramos el artículo 84 del 
Código Penal, sobre la suspensión de las penas privativas de libertad, que permite al juez o 
tribunal condicionar la suspensión de la ejecución de la pena al cumplimiento del acuerdo 
alcanzado por las partes en virtud de mediación. En este caso, no identifica la norma al encar-
gado del desarrollo del proceso de mediación en el que debe darse el acuerdo.

La figura de una mediación o conciliación en el ámbito del proceso penal no es totalmente 
ajena a nuestro ordenamiento jurídico anterior a las referidas alusiones directas a una media-
ción. El principal supuesto asimilable a una mediación penal es el previsto en el artículo 804 
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal para el caso de querella por delito de injurias o calum-
nias inferidas a particulares. Si bien únicamente concebido como requisito de procedibilidad 
es una concreción de una voluntad de acuerdo entre las partes para, en este caso, evitar el 
proceso penal. A pesar de la ausencia de regulación en que apoyarse, han sido varias las 
iniciativas de mediación penal que se han puesto en marcha en nuestro país, que posterior-
mente se han ido generalizando en todos los territorios, con independencia de cuál sea la 

8	 Vicente Gimeno Sendra, Proceso Civil Práctico, Madrid, La Ley, 2006.
9	 José Miguel de la Rosa Cortina, «Los principios del derecho procesal penal de menores», en Tri-

bunales de Justicia: Revista Española de Derecho Procesal, n.º 11, 2003, págs. 21-45.
10	 Ana Isabel Vargas Gallego, «Principio de legalidad. Principio de oportunidad», en El Derecho, 17 

de julio de 2019.
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administración competente en materia de Administración de Justicia. El servicio se presta a 
través de Convenios de Colaboración concluidos entre el Consejo General del Poder Judicial 
y todas las Comunidades Autónomas11. Por otro, el CGPJ celebra convenios con asociaciones 
que se encargan de la prestación de los servicios de mediación.

3. Principios de la mediación penal
La mediación penal tiene como fundamento unos principios que deben guiar su implan-

tación y desarrollo. Cierto es que no existe un listado cerrado y unánimemente aceptado de 
los que deben ser considerados como los principios inspiradores de la mediación penal. La 
Disposición Adicional Novena de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, introducida por la Ley 
Orgánica 1/2025, de 2 de enero, establece en su apartado primero que «[l]a justicia restau-
rativa se sujetará a los principios de voluntariedad, gratuidad, oficialidad y confidencialidad».

El escaso desarrollo normativo que ofrece el precepto permitiría incluir otros preceptos 
o complementar los antecitados, incluyéndose un principio de información o voluntad infor-
mada en su apartado segundo. El apartado tercero también establece que la mencionada 
voluntad informada es revocable, y, además, para garantizar una voluntad libre, se prohíbe 
expresamente consecuencias negativas para cualquiera de las partes derivadas de la negativa 
a participar en un proceso de mediación penal, contemplándose una garantía de indemnidad.

El Anteproyecto de Ley de Enjuiciamiento Criminal del año 2011 dedicaba un capítulo a la 
mediación penal, identificando como los principios reguladores los de voluntariedad, gratui-
dad, oficialidad y confidencialidad. Idénticos principios se identifican en el Anteproyecto de 
Ley de Enjuiciamiento Criminal del año 2020, ambos en un precepto con idéntico contenido y 
que coincide sustancialmente con la Disposición Adicional incorporada a la Ley de Enjuicia-
miento Criminal de 1882 por la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero.

La Recomendación R (99) 19 del Comité de Ministros del Consejo de Europa de 15 de 
septiembre, establecía que los principios de la mediación penal son la voluntariedad, la con-
fidencialidad y la plena disponibilidad. La Recomendación 2018) 8, de 3 de octubre de 2018, 
del Comité de Ministros sigue la misma línea que su antecesora. Estos principios se observan 
también en la DA 9.ª de la LECRIM recientemente introducida. Teniendo en cuenta la men-
cionada disposición legislativa y la identificación de estos principios en la Recomendación 
del Comité de Ministros del Consejo de Europa, vamos a considerar los siguientes principios 
como fundamentales en la organización y funcionamiento de la mediación penal: voluntarie-
dad (que va a incluir la voluntad o consentimiento plenamente informado), gratuidad, oficiali-
dad, confidencialidad, disponibilidad, información e indemnidad.

Se pueden identificar otros principios que van a ser inspiradores de la figura de la media-
ción penal. Nos limitaremos a los enunciados antes por su mayor interés y relevancia. Así, se 
pueden citar como principios aplicables a la mediación penal: la autonomía en el desarrollo 
de la labor de mediador, el pleno reconocimiento de derechos y garantías, la imparcialidad y 
neutralidad, la bilateralidad, la igualdad entre partes o la ejecutividad del acuerdo. Todos ellos 

11	 Accesibles en: https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Temas/Mediacion/Convenios/Media-
cion-penal/
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—incluso más— podrían ser desarrollados en este epígrafe. Sin embargo, se considera que los 
previstos anteriormente son los que tienen que servir de fundamento basilar de la institución, 
mientras que los citados ahora bien se encuentran embebidos en los anteriores o relacionan 
con cuestiones distintas de los principios de la mediación penal.

El principio de voluntariedad se encuentra en todos los textos legales que se ocupan de la 
mediación penal. Está expresamente enunciado en el artículo 15 de la Ley 4/2015, de 27 de 
abril, del Estatuto de la víctima del delito que establece como dos requisitos para el acceso a 
los servicios de justicia restaurativa: (i) que la víctima haya prestado su consentimiento, des-
pués de haber recibido información exhaustiva e imparcial sobre su contenido, sus posibles 
resultados y los procedimientos existentes para hacer efectivo su cumplimiento; y (ii) que el 
infractor haya prestado su consentimiento.

También estaba previsto en el artículo 157.3 del Anteproyecto de 2011: «Ninguna parte 
podrá ser obligada a someterse a mediación, pudiendo, en cualquier momento, apartarse de 
la misma. La negativa de las partes a someterse a mediación, o el abandono de la mediación 
ya iniciada, no implicará consecuencia alguna en el proceso penal». En idénticos términos el 
Anteproyecto del año 2020.

Finalmente, la DA 9.ª de la LO 1/2025 establece en su apartado tercero: «Ninguna parte 
podrá ser obligada a someterse a un procedimiento de justicia restaurativa, pudiendo, en cual-
quier momento, revocar el consentimiento y apartarse del mismo».

El principio de voluntariedad implica la exigencia del consentimiento de ambas partes 
como requisito para el proceso de mediación penal. Sin embargo, un mejor entendimiento 
de dicha exigencia requiere que, el consentimiento se preste de forma informada. Así, en los 
Anteproyectos de 2011 y 2020, se establecía que las partes que se sometan a mediación, 
antes de prestar su consentimiento, serán informadas de sus derechos, de la naturaleza del 
procedimiento y de las consecuencias posibles de la decisión de someterse al mismo. Tam-
bién se encuentra previsto en el artículo 15 de la LO 4/2015, en los términos anteriormente 
transcritos. La Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, también introduce la exigencia de infor-
mación en la Disposición Adicional Novena de la LECRIM, que prevé que «[l]as partes que 
se sometan a un procedimiento de justicia restaurativa, antes de prestar su consentimiento, 
serán informadas de sus derechos, de la naturaleza de este y de las consecuencias posibles 
de la decisión de someterse al mismo».

Dicho consentimiento debe ser controlado por parte del órgano judicial competente para 
el estado en que se encuentre el proceso penal. Sería suficiente una comparecencia ante el 
Letrado de la Administración de Justicia, en la que, de forma separada, la víctima y el inves-
tigado, acusado o condenado fueran informados de sus derechos, de la posibilidad de no 
someterse a la mediación, de las consecuencias de la consecución y de la no consecución 
de un acuerdo, de la posibilidad de revocar dicho consentimiento y de abandonar el proceso 
en cualquier momento.

La Recomendación del Consejo de Europa del año 2018 recoge también la exigencia de la 
voluntariedad y el consentimiento informado. A tal efecto, establece que la justicia restaura-
tiva es voluntaria y solo debe aplicarse si las partes dan su consentimiento libremente para 
ello, habiendo sido plenamente informadas con antelación sobre la naturaleza del proceso 
y sus posibles resultados y repercusiones, como el impacto, si lo hubiere, que el proceso de 
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justicia restaurativa puede tener en futuros procesos penales. Las partes podrán revocar su 
consentimiento en cualquier momento durante el proceso.

En relación a la gratuidad y la oficialidad, se destaca su íntima conexión, al encomen-
darse a órganos de la administración, concibiéndose una mediación con carácter de servicio 
público, ofrecido por las administraciones —sin que clarifique el texto de la ley cuál es la 
competente—, si bien entendiéndose que será la que ostente la competencia en materia de 
Administración de Justicia. La oficialidad, entendida no solo como desarrollo del proceso de 
mediación ante un mediador público si no también como una autorización o derivación por 
parte de los jueces y tribunales tiene ciertas implicaciones en cuanto a la anunciada aparente 
tensión entre la mediación y el principio de legalidad en el sentido en el que la idea de la 
mediación penal no queda resumida o reducida a un mero acuerdo entre víctima y victimario 
para alcanzar un encuentro privado para finalizar el proceso penal, si no que la autoridad judi-
cial controla la sujeción a la medición en cada uno de los supuestos en que se desarrolle, per-
mitiendo que en el ámbito de la mediación no se puedan producir posibles fraudes que afec-
taran a la debida intervención oficial en caso de comisión de delitos perseguibles de oficio o 
que pudieran constituirse en privilegios personales a través de compensaciones económicas 
a las víctimas. A ello se suma que, en el vigente régimen de la mediación penal en España, 
solamente cabe que el acuerdo entre víctima y victimario desemboque en el sobreseimiento 
sin castigo para supuestos de delitos leves, extremo que tiene sus inconvenientes, pero per-
mite cierto aseguramiento del proceso penal, garantizando que la afectación al principio de 
legalidad propio del proceso penal no implique un sacrificio inasumible del mismo.

La exigencia de oficialidad deriva también de la Recomendación del Consejo de ministros 
que establece que la justicia restaurativa no debe diseñarse ni aplicarse para favorecer los 
intereses de la víctima o del ofensor por encima de los del otro. Más bien, proporciona un 
espacio neutral en el que se anima y se apoya a las partes para expresar sus necesidades y 
que estas sean satisfechas en la medida de lo posible. En relación a la igualdad y equidad 
entre las partes es necesario que la mediación penal sea gratuita, precisamente para evitar 
que desequilibrios económicos puedan constituir un óbice para el acceso a la mediación o un 
beneficio en el desarrollo del mismo, huyendo de la tradicional crítica realizada a la mediación 
de que pueda convertir el proceso penal en una mera transacción de contenido económico 
beneficiando a los más caudalosos. De esta manera se garantiza el establecimiento de la 
justicia restaurativa como un servicio de interés general, y, en consecuencia, de prestación 
gratuita por parte de la administración.

El principio de confidencialidad, previsto en el apartado cuarto de la DA 9.ª de la LECRIM, 
que también se encontraba regulado en los Anteproyectos de 2011 y de 2020, establece que 
las informaciones vertidas en el marco del procedimiento restaurativo no podrán utilizarse 
posteriormente, salvo que expresamente lo acuerden las partes afectadas. El Consejo de 
Europa en su recomendación expresa también el deber de que la justicia restaurativa se 
preste de manera confidencial. El artículo 15.2 de la LEVD establece también que los debates 
desarrollados dentro del procedimiento de mediación serán confidenciales y no podrán ser 
difundidos sin el consentimiento de ambas partes. Los mediadores y otros profesionales 
que participen en el procedimiento de mediación estarán sujetos a secreto profesional con 
relación a los hechos y manifestaciones de que hubieran tenido conocimiento en el ejercicio 
de su función. La exigencia de confidencialidad se encuentra también en el artículo 12.1.e) 
de la Directiva 2012/29/UE.
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El juez o el Tribunal no tendrán conocimiento del desarrollo del procedimiento de justicia 
restaurativa hasta que este haya finalizado, en su caso, mediante la remisión del acta de repa-
ración. Ello con el objeto de evitar la «contaminación» del Juez o Tribunal a la hora de dictar 
cualquier resolución12. En la misma línea la norma relativa a que los órganos judiciales no 
reciban información ni tengan acceso al estado del proceso de mediación hasta su finaliza-
ción mediante la remisión del acta de reparación. En caso de que no se alcance un encuentro 
entre los participantes en el proceso de justicia restaurativa, el procedimiento penal seguirá 
su curso sin que se integre en él nada más que la inexistencia de acuerdo alcanzado en 
virtud de mediación. En esta misma línea, la DA 9.ª prohíbe que en el informe conclusivo del 
procedimiento de mediación se revele el contenido de las comunicaciones mantenidas entre 
las partes ni se exprese opinión, valoración o juicio sobre el comportamiento de las mismas 
durante el desarrollo del procedimiento de justicia restaurativa.

4. Regulación
Se ha referido anteriormente que la ausencia de una regulación integral lastra las posibili-

dades de éxito de la mediación penal en el sistema español. No obstante, la mediación penal 
está expresamente contemplada en nuestro ordenamiento jurídico, lo que constituye un 
soporte normativo legitimador de su aplicación general en nuestros tribunales. Las carencias 
de la regulación nacional de la mediación penal quedan parcialmente suplidas por la existen-
cia de normas de Derecho Internacional y de la Unión Europea que regulan la materia y deben 
servir como bases para una implantación general y homogénea en nuestro proceso penal.

4.1. La justicia restaurativa en las normas de Derecho Internacional

En el ámbito del Derecho Internacional, excluyendo las normas propias de la Unión Euro-
pea y del Consejo de Europa, la actividad normativa se ha dado principalmente en el seno de 
la Organización de Naciones Unidas. El art. 7 del Pacto Internacional de derechos civiles y 
políticos de 1966 mencionaba ya a la mediación como un mecanismo informal de resolución 
de conflictos, que debería ser utilizado allí donde resultare apropiado para facilitar la concilia-
ción y reparación de las víctimas.

La Declaración de Viena sobre la Delincuencia y la Justicia: Frente a los Retos del Siglo 
Veintiuno (2000) motivó el «desarrollo de políticas, procedimientos y programas de justicia 
restaurativa que sean respetuosos a los derechos, necesidades e intereses de las víctimas, 
los delincuentes, las comunidades y todas las demás partes». En agosto de 2002, el Consejo 
Económico y Social de las Naciones Unidas adoptó una resolución convocando a los Estados 
Miembros que están implementando programas de justicia restaurativa a hacer uso de un 
conjunto de Principios básicos sobre la utilización de programas de justicia restaurativa en 
materia penal desarrollados por un grupo de expertos. En 2005, la declaración del Decimo-
primer Congreso de las Naciones Unidas sobre la Prevención del Delito y el Trato de Delin-

12	 Javier Muñoz Cuesta, «El procedimiento de justicia restaurativa en la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de 
enero», en vLex, 1 de enero de 2025.
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cuentes (2005) instó a los Estados Miembro a reconocer la importancia de desarrollar aún 
más políticas, procedimientos y programas de justicia restaurativa que incluyan alternativas 
a los procesos judiciales13. En el año 2006 la Oficina de las Naciones Unidas contra la droga 
y el delito elaboró un manual no vinculante sobre programas de justicia restaurativa, que fue 
actualizado en el año 2020.

Por su parte, en el ámbito del Consejo de Europa, el tema ha sido abordado en distintas 
resoluciones emitidas por su Comité de Ministros, destacando: a) la R(83)7, de 23 de junio 
de 1983 recomienda facilitar la indemnización a la víctima previendo tal obligación como 
medida de sustitución de las penas privativas de libertad; b) la R(85)11, de 28 de junio de 
1985, relativa a la posición de la víctima, aconseja examinar las ventajas que pueden pre-
sentar los sistemas de mediación y conciliación, así como revisar la legislación para tener 
en cuenta la reparación del daño sufrido y todo esfuerzo hecho seriamente por el autor en 
esa dirección; c) la R(87)18, de 21 de septiembre de 1987, sobre simplificación de la justicia 
penal, insta a recurrir a acuerdos de compensación entre autor y víctima para evitar la acción 
penal, siempre que el autor cumpla las condiciones acordadas; y d) la R(99)19, de 15 de sep-
tiembre de 1999, sobre mediación en materia penal invita a los Estados miembros a recurrir 
a la mediación para la solución del conflicto mediante la implicación de las partes, como 
complemento o, incluso, alternativa al proceso penal.

En fechas más recientes, dentro del marco del Consejo de Europa, el Comité de Ministros 
adoptó la Recomendación CM/Rec(2018)8, de 3 de octubre de 2018, relativa a la justicia 
restaurativa en el ámbito penal. En ella se insta a los gobiernos de los Estados miembros a 
considerar los principios incluidos en su anexo, los cuales se fundamentan en la Recomenda-
ción (99)19 sobre mediación penal, en consonancia con lo dispuesto por la Directiva europea 
de 2012.

Según lo establecido en el artículo 3 de dicha Recomendación, la justicia restaurativa 
como cualquier proceso que permita a aquellas personas perjudicadas por el delito y a las 
personas responsables del daño a participar activamente, si dan su consentimiento libre-
mente para ello, en la resolución de las consecuencias resultantes del delito, con la ayuda de 
un tercero independiente y cualificado. Este modelo se apoya principalmente en dos pilares: 
la participación activa de los implicados y la reparación del daño. En ese sentido, las solu-
ciones alcanzadas a través del proceso de mediación deben priorizar la atención a los daños 
provocados por el delito, tanto a nivel personal como relacional y social.

La Recomendación CM/Rec(2018)8 también desarrolla de forma significativa aspectos 
relativos al procedimiento de mediación. En particular, se contempla la posibilidad de que 
participen otras personas impactadas directa o indirectamente por el delito (apartado II.4), 
incluyendo agentes que brinden apoyo a la víctima. Asimismo, el texto contempla que este 
proceso restaurativo —o de mediación penal— pueda tener lugar en cualquier etapa del pro-
cedimiento judicial, incluso una vez dictada la sentencia, extremo expresamente introducido 
en nuestra legislación insertada por la Ley Orgánica 1/2025. Se admite asimismo que la apli-
cación de mecanismos extrajudiciales pueda dar lugar a la suspensión del proceso penal.

13	 ONU. «Manual sobre Programas de Justicia Restaurativa». Oficina de las Naciones Unidas contra la 
Droga y el Delito (UNODC). Viena. 1.ª ed, 2006; 2.ª ed. 2020.
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4.2. La mediación penal en el Derecho de la Unión Europea

En el marco de la Unión, se establecen como fundamentos esenciales de los mecanismos 
de resolución alternativa de conflictos penales la voluntariedad y la confidencialidad para 
todas las partes implicadas. Estos sistemas deben organizarse en varias etapas, conducidas 
por profesionales especializados en mediación. El proceso comprende la identificación de 
casos aptos para este enfoque, la provisión de información clara a las víctimas respecto al 
procedimiento y la obtención de su consentimiento informado, para luego dar paso a una fase 
de diálogo y posible acuerdo entre las partes.

Estos elementos están en gran medida reflejados en la Directiva 2012/29/UE, de 25 de 
octubre de 2012, que establece normas mínimas en relación con los derechos, la asisten-
cia y la protección de las víctimas de delitos, sustituyendo a la Decisión Marco 2001/220/
JAI del Consejo. En dicha norma se reconoce que los mecanismos de justicia restaurativa 
pueden ofrecer beneficios importantes para las víctimas. No obstante, también se advierte 
de la necesidad de establecer salvaguardas adecuadas que prevengan la revictimización, la 
intimidación o cualquier tipo de represalia.

En consecuencia, los procedimientos de mediación penal, que deben ser confidenciales, 
han de orientarse prioritariamente a atender las necesidades y expectativas de la víctima, 
buscando la reparación del daño sufrido y evitando cualquier perjuicio adicional. Para remi-
tir un caso a servicios de justicia restaurativa o iniciar un proceso de mediación penal, es 
esencial tener en cuenta diversos factores, tales como la gravedad del delito, la intensidad 
del daño ocasionado, la posible reiteración de actos que afecten la integridad física, sexual o 
psicológica de la víctima, la existencia de desequilibrios de poder, así como las condiciones 
personales de la víctima como su edad, nivel de madurez o capacidad cognitiva, aspectos 
que podrían limitar su habilidad para tomar decisiones plenamente informadas o ponerla en 
una situación de vulnerabilidad. La redacción de la DA 9.ª de la Ley de Enjuiciamiento Crimi-
nal integra y transpone esta parte de la Directiva al establecer que la autoridad judicial podrá 
remitir a las partes a un procedimiento restaurativo valorando las circunstancias del hecho, de 
la persona investigada, acusada o condenada y de la víctima.

La Directiva 2012/29/UE define la justicia restaurativa como cualquier proceso que per-
mita a la víctima y al infractor participar activamente, si dan su consentimiento libremente 
para ello, en la solución de los problemas resultantes de la infracción penal con la ayuda de 
un tercero imparcial.

Desde un punto de vista funcional, la Directiva reconoce una serie de derechos específicos 
a favor de la víctima. Entre ellos se incluye el derecho a recibir información sobre los servicios 
de justicia restaurativa disponibles (art. 4.1.j); la garantía de que los servicios prestados sean 
seguros y llevados a cabo por profesionales cualificados (arts. 12.1 y 24.4); la exigencia de 
que el consentimiento prestado por la víctima sea plenamente informado y revocable en cual-
quier momento (art. 12.1.a); así como el principio de confidencialidad respecto al desarrollo 
del procedimiento (art. 12.1.e).

Estos modelos de intervención también han sido incorporados en diversas legislaciones 
nacionales dentro del espacio europeo, tanto en países de tradición jurídica anglosajona 
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—como Inglaterra y Gales, donde su implementación fue más temprana— como en sistemas 
de corte continental, como los de Alemania, Austria, Francia, Italia u Holanda, entre otros.

Cabe señalar que en los ordenamientos del common law, el alcance de aplicación de estos 
mecanismos es generalmente más amplio. Esto se debe, en parte, a la menor rigidez del 
principio de legalidad penal en comparación con los sistemas de tradición continental, y al 
mayor peso del principio de oportunidad. Este último permite, en determinados supuestos, 
prescindir de la persecución penal o de la imposición de la sanción, atendiendo a criterios de 
utilidad o interés general para la sociedad14.

4.3. La justicia restaurativa en la Ley 4/2015, de 27 
de abril, del Estatuto de la víctima del delito

En el contexto de la mediación penal y siguiendo una evolución progresiva, es importante 
destacar que las influencias ejercidas por el derecho internacional y el marco normativo euro-
peo impulsó la necesidad de incorporar una regulación específica sobre mediación penal 
dentro del sistema penal aplicable a personas adultas. En este sentido, el prelegislador optó 
por incluir esta materia en el Borrador del Anteproyecto del Código Procesal Penal (CPP), 
dedicándole expresamente el Título VI, que abarca los artículos 143 a 146.

Aunque la Propuesta de Código Procesal Penal de 2013 no llegó a materializarse en una 
iniciativa legislativa formal, varios de sus elementos han influido de manera significativa en 
posteriores reformas del procedimiento penal. Esto se observa, por ejemplo, en la regulación 
de la mediación penal recogida tanto en la Ley de Estatuto de la Víctima del Delito (LEVD), 
como en la reciente modificación de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, introducida mediante 
la Ley Orgánica 1/2025.

La Exposición de Motivos del Borrador del mencionado Anteproyecto ponía de relieve que 
la implementación de mecanismos de mediación en el ámbito penal respondía no solo al 
cumplimiento de compromisos internacionales, sino también a una demanda concreta sur-
gida desde la práctica jurídica, en la que ya se habían experimentado iniciativas prometedo-
ras y exitosas.

La intención del legislador era incorporar la mediación como un instrumento propio de la 
justicia restaurativa, no como una alternativa que reemplazara los fines clásicos del sistema 
penal, sino como una vía complementaria con entidad propia, que debe aprovecharse en todo 
su potencial. En este enfoque, se rechaza vincular la mediación exclusivamente al principio 
de oportunidad, al mecanismo de la conformidad procesal, o a criterios meramente utilitaris-
tas centrados en delitos de escasa gravedad. Se enfatiza, por tanto, que no toda mediación 
debe conducir necesariamente a la aplicación del principio de oportunidad ni toda conformi-
dad procesal exige como antecedente una mediación. En el marco de la justicia restaurativa, 
se reconoce a la víctima —siempre que participe de forma voluntaria— un rol central y activo 
en el procedimiento.

14	 Juan Barallat López, «La mediación en el ámbito penal», en Revista Jurídica de Castilla y León, n.º 
29, 2013, pp. 1-17.
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En esa línea, el artículo 143 del Borrador del Código Procesal Penal definía la mediación 
penal como el procedimiento de solución del conflicto entre el encausado y la víctima libre y 
voluntariamente asumida por ambos en el que un tercero interviene para facilitar que alcan-
cen un acuerdo. Este tipo de actividad reparadora se desarrolla de manera paralela al proceso 
penal ordinario, sin perjuicio de que el éxito de dicha mediación pueda influir en el desenlace 
del procedimiento judicial.

Entre las innovaciones más destacadas que proponía el Borrador del Código Procesal 
Penal se encuentra la figura del archivo por motivos de oportunidad, prevista en el artículo 
418.f), cuya solicitud puede ser promovida por el Ministerio Fiscal. Cabe destacar que a este 
último correspondería la función de supervisión del proceso de mediación penal. Sería conve-
niente que esa función supervisora no solo se mantuviera en la regulación actual, si no que se 
potenciara, de suerte que el Ministerio Fiscal fuera un activo promotor de la mediación penal, 
pudiendo instar de la autoridad judicial la derivación a mediación, operando atendiendo a 
criterios uniformes que pudieran plasmarse en una Circular y erigiéndose en una figura abso-
lutamente determinante para una paulatina y creciente instauración efectiva de la mediación 
penal como una institución con aplicación práctica en nuestro sistema.

El Anteproyecto de Ley del Estatuto de la Víctima del Delito (LEVD) adoptó un enfoque 
similar al del Borrador del Código Procesal Penal, al prever un modelo de mediación que 
se desarrolla de forma paralela al proceso penal. Este procedimiento no se concibe como 
subordinado ni supeditado a la generación de efectos procesales o sustantivos concretos, 
sino como una vía autónoma que puede desplegar su funcionalidad independientemente del 
curso del proceso penal principal. La regulación de la LEVD plasma estos principios, donde 
alcanza especial intensidad el principio de interés de la víctima en la iniciación, desarrollo y 
conclusión del procedimiento de mediación.

La normativa finalmente recogida en la LEVD refleja fielmente estos principios, poniendo 
un énfasis especial en la centralidad del interés de la víctima. Este interés debe ser cuidado-
samente atendido durante todas las fases del proceso de mediación: desde su inicio hasta su 
posible finalización, garantizando que se respeten sus expectativas y necesidades a lo largo 
de todo el procedimiento.

El artículo 15 de la Ley del Estatuto de la Víctima del Delito (LEVD) establece la regulación 
de los servicios de justicia restaurativa, reconociendo el acceso a los mismos como un dere-
cho de la víctima, siempre que se cumplan ciertos requisitos, que son: a) que el infractor haya 
reconocido los hechos de los que deriva su responsabilidad y los perjuicios causados a la víc-
tima; b) que la víctima haya prestado su consentimiento, después de haber recibido informa-
ción exhaustiva e imparcial sobre su contenido, sus posibles resultados y los procedimientos 
existentes para hacer efectivo su cumplimiento; c) el procedimiento de mediación no entrañe 
un riesgo para la seguridad de la víctima, ni exista el peligro de que su desarrollo pueda causar 
nuevos perjuicios materiales o morales para la víctima; y d) no esté prohibida por la Ley para el 
delito cometido.

Una vez iniciado el procedimiento de mediación, la víctima conserva el derecho a retirar su 
consentimiento en cualquier momento. Las conversaciones mantenidas durante este proceso 
son confidenciales y no podrán divulgarse sin el acuerdo de ambas partes. Tanto los media-
dores como los profesionales que intervengan están obligados a guardar secreto profesional 
respecto de cualquier información o declaración conocida en el desempeño de su función.
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Por último, el hecho de que el procedimiento de mediación concluya con un acuerdo entre 
las partes no implica, por sí solo, un beneficio procesal para el infractor, ya que la finalidad 
primordial de este mecanismo, según lo previsto por la LEVD, es la reparación integral —tanto 
moral como material— del daño sufrido por la víctima.

El Real Decreto 1109/2015, de 11 de diciembre, por el que se desarrolla la Ley 4/2015, de 
27 de abril, del Estatuto de la víctima del delito, y se regulan las Oficinas de Asistencia a las 
Víctimas del Delito regula en su artículo 37 las funciones de las oficinas de asistencia a las 
víctimas en materia de justicia restaurativa, atribuyéndoles la posibilidad de informar a las 
víctimas sobre la posibilidad de someterse a un procedimiento de justicia restaurativa, pro-
poner al órgano judicial la aplicación de la mediación penal cuando lo considere beneficioso 
para la víctima y realizar actuaciones de apoyo a los servicios de mediación extrajudicial. 
Una efectiva aplicación de esta normativa permitiría una conjunción de sujetos o agentes 
en la génesis del proceso de mediación que incitarían tanto a víctimas como a victimarios 
a la participación activa en los procedimientos de justicia restaurativa, considerando que la 
oficina puede proponer la derivación a mediación después de haber informado, asesorado 
y contactado con las víctimas, aumentando así las posibilidades de que éstas se muestren 
dispuestas a participar en el proceso.

En la Guía de Mediación elaborada por el CGPJ se subraya lo confuso de la regulación, 
puesto que la LEVD, tras referirse a la justicia restaurativa, se focalizaba únicamente en la 
mediación, omitiendo mención a otras técnicas15. Pese a esta limitación en la redacción legal, 
se integran en la justicia restaurativa otras herramientas como las conferencias de grupo 
familiar o los círculos de sentencia, como ya se expresaba en el considerando 46 de la Direc-
tiva 2012/29/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de octubre de 2012, por la que 
se establecen normas mínimas sobre los derechos, el apoyo y la protección de las víctimas 
de delitos.

La Ley Orgánica 1/2025 representa la consolidación definitiva del proceso de integración 
de la mediación penal dentro del marco procesal penal, al incorporar en la Ley de Enjuicia-
miento Criminal una nueva disposición adicional novena. Esta disposición establece una 
regulación sustancial de la justicia restaurativa en el ámbito penal, alineándose con las direc-
trices legislativas promovidas en los últimos años e integrando prácticas ya consolidadas, 
muchas de ellas impulsadas por el Consejo General del Poder Judicial. La citada disposición 
adicional novena de la LECrim regula un modelo de justicia restaurativa basado en los princi-
pios de voluntariedad, gratuidad, oficialidad y confidencialidad.

El procedimiento puede activarse tanto a iniciativa del juez o tribunal como a petición de 
cualquiera de las partes, desarrollándose de forma paralela a la instrucción en los procedi-
mientos por delitos graves o menos graves, sin que ello impida la realización de diligencias 
esenciales para verificar la existencia del delito. En el caso de los delitos leves, al no existir 
fase de instrucción, la remisión a un procedimiento restaurativo suspende el cómputo del 
plazo de prescripción de la infracción penal correspondiente.

El proceso restaurativo se lleva a cabo en el marco de los servicios específicos destinados 
a tal fin y, si culmina con la firma de un acuerdo entre las partes, pueden derivarse distintas 
consecuencias jurídicas, conforme al apartado 9 de la mencionada disposición adicional, 

15	 Consejo General del Poder Judicial, «Guía para la práctica de la mediación intrajudicial», 2024
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que son los siguientes: a) si se tratase de un delito leve, se puede decretar el archivo, a la 
vista del cumplimiento de los acuerdos alcanzados, de conformidad con lo establecido en 
el artículo 963 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal; b) si la causa se siguiera por un delito 
privado o un delito en el que el perdón extingue la responsabilidad criminal, se puede acordar 
el sobreseimiento del procedimiento y su archivo, dejando sin efecto las medidas cautelares 
que se hubieren acordado en su caso; c) si la causa estuviera en el órgano de instrucción, 
se acordará la conclusión de la misma y la remisión de la causa al órgano competente para 
la celebración del juicio de conformidad en los términos de los artículos 655 y 787 ter de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal; d) si la causa estuviese en el órgano de enjuiciamiento, se 
seguirá por los trámites del juicio de conformidad. La sentencia de conformidad incluirá los 
acuerdos alcanzados por las partes; y e) una vez impuesta la pena, se puede resolver sobre la 
suspensión de la ejecución de la pena privativa de libertad, valorando el resultado del proce-
dimiento restaurativo para el establecimiento de las condiciones, medidas u obligaciones de 
la suspensión; o, en su caso, sobre el contenido de los trabajos en beneficio de la comunidad.

5. Proceso de mediación
En cuanto al proceso de mediación penal, lo que la terminología empleada por la LO 

1/2025 denomina «proceso restaurativo» o «proceso de justicia restaurativa» se trata de un 
auténtico proceso penal debido a que desde el mismo momento de su iniciación depende 
de la intervención de un órgano judicial, se desarrolla ante un órgano oficial, tutelado por la 
administración de justicia y por las posibles consecuencias que de él puedan derivarse en el 
proceso penal de origen o subyacente16.

5.1. Iniciación del procedimiento de mediación

Es el apartado quinto de la Disposición Adicional Novena de la Ley de Enjuiciamiento Cri-
minal el que regula la iniciación del procedimiento de justicia restaurativa, que establece:

«El juez o el Tribunal, valorando las circunstancias del hecho, de la persona investigada, acu-
sada o condenada y de la víctima, podrá, de oficio o a instancia de parte, remitir a las partes a 
un procedimiento restaurativo, salvo en los casos excluidos por ley. El inicio del procedimiento 
restaurativo en fase de instrucción no eximirá de la práctica de las diligencias indispensables para 
la comprobación de delito. El sometimiento a justicia restaurativa en el proceso por delitos leves 
interrumpirá el plazo de prescripción de la correspondiente infracción penal»

Del precepto transcrito se deriva que el inicio del denominado procedimiento restaura-
tivo requiere de la derivación judicial como presupuesto imprescindible. El juez o tribunal 
puede realizarlo de oficio o a instancia de parte, si bien debe realizar una valoración de las 
circunstancias concurrentes, en relación al hecho, a la persona investigada, acusada o con-
denada, y, principalmente, a la víctima y a su situación personal, de suerte que aun en casos 
no excluidos por la ley, no será suficiente la instancia de parte para proceder a la derivación a 
mediación, pudiéndose denegar la remisión judicial cuando las circunstancias concurrentes 

16	 Javier Muñoz Cuesta, «El procedimiento de justicia restaurativa en la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de 
enero», en vLex, 1 de enero de 2025.
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así lo aconsejen. La resolución judicial debe considerar, además que la Directiva 2012/29/UE, 
de 25 de octubre de 2012 exige para que «las víctimas que opten por participar en procesos 
de justicia reparadora tengan acceso a dichos servicios, siempre que se cumplan entre otros 
requisitos, que el infractor haya reconocido los elementos básicos del caso». Mismo requi-
sito se recoge en el artículo 15.1.a) de la Ley 4/2015, de 27 de abril), que transpone la citada 
directiva europea. Asimismo, debe valorar que el procedimiento de mediación no entrañe 
riesgo para la seguridad de la víctima, ni exista el peligro de que su desarrollo pueda causar 
nuevos perjuicios materiales o morales para la víctima (artículo 15.1.d) de la Ley 4/2015). 
En el momento previo a la derivación judicial debería producirse una primera intervención 
del Ministerio Fiscal, que instara de la autoridad judicial, bien en el acto de la declaración de 
investigado o bien con carácter previo condicionado al reconocimiento de hechos, la invita-
ción a mediación razonando adecuadamente sobre la concurrencia de los motivos que lo 
aconsejan.

Las consecuencias de la derivación a mediación se prevén parcialmente en la norma. Sola-
mente procede la suspensión del procedimiento en el caso de los delitos leves —con la conse-
cuente interrupción del plazo de prescripción— necesario para evitar la impunidad atendiendo 
al término en el que prescriben (1 año). En fase de instrucción, establece el precepto de forma 
puede que innecesaria, debido a su carácter evidente, que podrán seguirse practicándose 
las diligencias indispensables para la comprobación del delito. Por tanto, no se suspende el 
procedimiento.

El precepto no se ocupa de los efectos del inicio de un procedimiento de justicia restaura-
tiva en las fases de juicio oral y de ejecución. Ninguna duda cabe de que la ejecución de una 
sentencia firme no se suspenderá por la derivación a mediación de las partes por el Juez de 
Vigilancia Penitenciaria —hipótesis que sería encuadrable en la regulación vigente—, siendo 
más complejo la previsión de los posibles efectos suspensivos de una remisión judicial a 
mediación iniciada la fase de juicio oral. La nueva estructura de la fase de juicio oral en el 
procedimiento abreviado (audiencia preliminar y juicio oral propiamente dicho) permite con-
siderar que en los casos en que la invitación se realice en la fase de la audiencia preliminar 
y esta sea aceptada se difiera la celebración del juicio hasta terminado el procedimiento de 
mediación penal. Más problemática resulta la cuestión de cuál sería el efecto de que el tribu-
nal remitiese a las partes a mediación una vez iniciadas las sesiones del juicio oral. No cabría 
la suspensión si el perjudicado o víctima del delito no consintiera someterse al proceso en el 
mismo acto, al no ser una de las causas previstas de suspensión en el artículo 746 de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal y al no ser determinante la resolución del proceso de mediación 
para el sentido del fallo, a la vista de los efectos del acuerdo de mediación previstos en la letra 
d) del apartado 9 de la DA 9.ª de la LECRIM.

En consecuencia, habida cuenta de que una vez iniciado el juicio oral la conclusión del pro-
cedimiento de mediación no resulta causa suficiente para la suspensión y de que se puede 
estimar que el interés en el éxito de la mediación ha disminuido debido al tiempo y los actos 
procesales verificados —fase de instrucción y audiencia preliminar— sin que las partes se 
hayan sometido a mediación o que el juez o tribunal les haya invitado a ella, solo cabría 
la suspensión del juicio oral como norma general entre tanto se desarrolle el proceso de 
mediación cuando sea la propia víctima o perjudicado quien así lo solicite. Esa es la misma 
solución que se desprende de los Anteproyectos en los que se basa la actual regulación que 
establecían que el tribunal de enjuiciamiento podrá someter el proceso a mediación cuando 
todas las partes lo soliciten.
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Sin embargo, debe advertirse una excepción a la norma general así enunciada, que impone 
precisamente el argumento relativo a los efectos de un posible acuerdo en virtud de media-
ción, en aquellos casos en que se trate de causas penales seguidos por delitos graves o 
menos graves que sean privados (calumnias o injurias) o aquellos en que el perdón extinga 
la responsabilidad criminal (delitos de descubrimiento y revelación de secretos (art. 201 CP). 
En estos casos, en caso de existir acuerdo, la DA 9.ª 9 permite al órgano judicial, valorando 
los acuerdos a los que las partes hayan llegado, acordar el sobreseimiento del procedimiento 
y su archivo. De ello se extrae que en aquellos casos en que el perjudicado y el acusado se 
hayan sometido a mediación, pudiendo ser el resultado de esta determinante de la sentencia 
que se dicte poniendo fin al procedimiento penal, deban suspenderse las sesiones del juicio 
oral hasta el término del procedimiento restaurativo, con o sin acuerdo.

5.2. Desarrollo del proceso de mediación

El apartado sexto de la Disposición Adicional que comprende la mínima regulación que 
tenemos sobre el proceso de mediación establece:

«La resolución que acuerde la remisión a los servicios de justicia restaurativa fijará un plazo 
máximo para su desarrollo, que no podrá exceder de tres meses prorrogables por un plazo igual. 
Acordada la remisión, el órgano judicial facilitará el acceso al contenido del procedimiento por 
parte del equipo de justicia restaurativa».

De la limitada base normativa que ofrece este precepto se desprende que el legislador 
contempla que el consentimiento para someterse a la mediación se prestará ante los servi-
cios de justicia restaurativa —cuya composición y organización no regula de forma expresa—. 
Así se infiere directamente del apartado séptimo de la referida norma. En consecuencia, el 
juez o tribunal remitente al procedimiento restaurativo debe fijar en su inicial resolución un 
término máximo para el desarrollo de la mediación que no podrá ser superior a tres meses, 
prorrogables por otro plazo de tres más, con un máximo absoluto de seis meses. La obser-
vancia de los plazos de dictado de resoluciones en los órganos judiciales y la alta carga de 
asuntos que tramitar —posiblemente incrementada por la nueva Oficina Judicial— determina 
que se estime extremadamente complejo que en un plazo inferior a tres meses pueda desa-
rrollarse mínimamente el proceso de mediación —sesiones de información, prestación del 
consentimiento separadamente por ambas partes y reuniones iniciales— y dentro de eses 
mismo plazo, la autoridad judicial competente pueda dictar otra resolución prorrogando el 
plazo fijado por otro igual. Así, para que dentro del plazo inicial fijado por el tribunal puedan 
tener lugar las actuaciones referidas, el plazo de tres meses —en ningún caso menos— se 
considera como un plazo razonable y adecuado, ello con independencia de la posible carga 
de trabajo y pendencia de asuntos que puedan tener los atípicos «equipos restaurativos», 
cuya ausencia de regulación es altamente criticable.

En cuanto a la prórroga, solamente puede prorrogarse por el plazo fijado en la resolución 
inicial, no pudiéndose prorrogar por tres meses si no se ha fijado ese límite temporal como 
máximo, lo que constituye otro motivo para inclinarse por establecer esos tres meses como 
duración normal o estándar cuando se produzca la remisión judicial a la mediación. La reso-
lución que contenga la derivación al proceso de mediación deberá revestir forma de auto 
por sus efectos para el proceso y deber de estar motivado, «valorando las circunstancias del 
hecho, de la persona investigada, acusada o condenada y de la víctima», —dice la ley— y por 
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la afectación a los derechos de las personas intervinientes en el proceso de mediación, así 
como al principio de legalidad. Desborda la «ordenación material del proceso», objeto propio 
de las providencias ex artículo 245.1.a) LOPJ o «cuestiones procesales reservadas al Juez», 
ex artículo 141 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

De esta manera, el esquema del inicio del proceso de justicia restaurativa comprende la 
resolución judicial que invita a las partes a la mediación, resolución motivada que debe valo-
rar las circunstancias concurrentes que justifiquen la derivación a los servicios de justicia 
restaurativa. La resolución, al poderse dictar de oficio, no requiere del consentimiento de los 
futuros intervinientes en la mediación, y en el fallo de la misma establecerá que se remita un 
testimonio de las actuaciones a los servicios restaurativos a efecto de que puedan desem-
peñar su función. Sin embargo, si se requiere que el infractor haya reconocido los hechos 
esenciales como se ha dicho anteriormente (artículos 12 de la Directiva 2012/29/UE del Par-
lamento Europeo y del Consejo de 25 de octubre de 2012 y 15.1.a) de la Ley del Estatuto de 
la Víctima del Delito), reconocimiento al que se puede acumular la prestación del consenti-
miento para la mediación en el acto de declaración de investigado ante la autoridad judicial.

Una vez acordada la derivación a mediación, víctima y victimario —si no lo ha prestado ante 
el juez— deben prestar su consentimiento a efectos de cumplir lo dispuesto en el apartado 
segundo de la disposición adicional novena que establece que «[l]as partes que se sometan 
a un procedimiento de justicia restaurativa, antes de prestar su consentimiento, serán informa-
das de sus derechos, de la naturaleza de este y de las consecuencias posibles de la decisión de 
someterse al mismo». Este trámite, esencial para la integridad del principio de voluntariedad 
afirmado en el apartado primero, precede al efectivo consentimiento de las partes y debería 
ser realizado por el Letrado de la Administración de Justicia, a efecto de sea la autoridad 
depositaria de la fe pública judicial la que informe a las partes y ante la que se preste el 
consentimiento, garantizando de esta manera los principios de voluntariedad y oficialidad. 
Asimismo, debido a los potenciales efectos para la figura del sujeto del proceso penal y para 
asegurar su derecho de defensa, deberá estar asistido de letrado en la comparecencia. La 
atribución de esta competencia al Letrado de la Administración de Justicia es correlativa a su 
función informativa en materia de derechos al investigado (775 LECrim) y a la víctima (776 
LECrim).

Este modo de actuar —resolución judicial e información previa al consentimiento— permite 
asegurar que la mediación penal solo se realice en el caso en el que las partes estén confor-
mes y lo consienten, pero también faculta que esa decisión se tome con conocimiento de 
que la autoridad judicial que conoce del asunto considera que el caso es apto para mediación 
atendidas las circunstancias concurrentes y que la respuesta que se dé a la propuesta de 
mediación formulada por el juez o tribunal responda a un consentimiento adecuadamente 
formado, con conocimiento de todas los elementos relevantes para decidir sobre la misma. 
Si alguna de las partes se niega a participar de la mediación, el apartado séptimo dispone que 
[d]e no consentir las partes en someterse a un procedimiento restaurativo, los servicios restau-
rativos pondrán inmediatamente esta circunstancia en conocimiento del órgano judicial, que 
continuará la tramitación del procedimiento penal. La continuación del procedimiento penal no 
requerirá del dictado de una resolución específica en la fase de instrucción. Será suficiente 
que se una a los autos la puesta en conocimiento de la circunstancia realizada por los servi-
cios de mediación, continuándose la tramitación de las diligencias pertinentes. En caso de 
procedimiento para enjuiciamiento de delitos leves o que la remisión a mediación se hubiera 
acordado en fase de juicio oral será necesaria resolución judicial para levantar la suspensión, 

129

Francisco Javier Sospedra Beltran La mediación penal de adultos en España  
tras la reforma operada por la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de junio



Revista Derecho y Proceso, n.º 8, diciembre 2025
ISSN: 2951-844X

siendo suficiente el dictado de una providencia sucintamente motivada, además de la unión a 
los autos de la comunicación efectuada por los servicios de justicia restaurativa.

El legislador no ha previsto cómo se procede una vez las partes consienten en someterse 
a la mediación, generando una laguna o vacío legislativo que da pie a prácticas no uniformes 
nada recomendables. Merece una crítica relevante la actuación de un legislador —y prelegis-
lador— tan aparentemente concienciado con la mediación penal o justicia restaurativa que 
no contempla elementos relevantes para su desarrollo, como son el equipo restaurativo y 
el proceso de justicia restaurativa. Nada dice la DA 9.ª de la LECRIM. Nada decía el Ante-
proyecto de 2011. Ni el de 2020. Tampoco la Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la 
Víctima del Delito. Del artículo 12 de la Directiva 2012/29/UE del Parlamento Europeo y del 
Consejo de 25 de octubre de 2012, por la que se establecen normas mínimas sobre los dere-
chos, el apoyo y la protección de las víctimas de delitos, y por la que se sustituye la Decisión 
marco 2001/220/JAI del Consejo, que exige que para que la víctima acceda a los servicios 
de justicia restaurativa se requiere que el infractor haya reconocido los elementos fácticos 
básicos del caso —exigencia también contenida en el artículo 15.1.a) de la Ley del Estatuto 
de la Víctima del Delito, que transpone la citada Directiva— se desprende que en el momento 
de la prestación del consentimiento por parte del investigado/acusado/condenado habrá de 
mantener el reconocimiento de hechos formulado, lo que permite integrar el requisito citado, 
y habilita la intervención de la víctima en el procedimiento de justicia restaurativa.

Es cierto que una vez que afirmado el consentimiento de ambas partes para someterse 
a la justicia restaurativa la función del mediador se limita a promover un acuerdo reparador 
entre víctima y victimario. En la tarea del mediador no se observan especialidades frente a 
la mediación o conciliación que se puede observar en otras ramas del derecho, más allá de 
su deber de comprobar la continuidad en el consentimiento de las partes y la ausencia de 
riesgos para la seguridad de la víctima o peligro de nuevos perjuicios materiales o morales 
para la víctima.

En la Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación en asuntos civiles y mercantiles, se prevé la 
celebración de una sesión constitutiva en que se definan los términos mínimos del proceso 
mediador —programa, duración, lugar de celebración e idioma— (artículo 19). También se 
establece que se concentran las actuaciones en el «mínimo número de sesiones» (art. 20) y 
que el mediador dirigirá las sesiones y facilitará la exposición de sus posiciones y su comu-
nicación de modo igual y equilibrado, pudiendo las comunicaciones entre intervinientes y 
mediador ser o no simultáneas y que el profesional comunicará a todas las partes la cele-
bración de las reuniones que tengan lugar por separado con alguna de ellas, sin perjuicio de 
la confidencialidad sobre lo tratado (art. 21). Estas prescripciones podrían ser trasladables, 
mutatis mutandis, a las sesiones del proceso de justicia restaurativa.

En todo caso, el proceso de mediación se puede estructurar en dos fases principales:

A) Fase de acogida

La fase de acogida comienza una vez que ambas partes han expresado su consentimiento 
para iniciar el procedimiento de mediación. Consiste en entrevistas individuales entre la per-
sona mediadora y cada una de las partes, en las que se les informa sobre el contenido y la 
naturaleza del proceso, las normas que lo rigen, el papel de la persona mediadora, los parti-
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cipantes involucrados, la duración aproximada, el modo de realización de la mediación y sus 
posibles efectos dentro del proceso judicial.

Estas entrevistas permiten a los servicios restaurativos conocer las circunstancias per-
sonales de las partes y su disposición real para participar en la mediación, atendiendo a sus 
respectivos intereses. Esta información resulta clave para decidir si es conveniente avanzar 
hacia la siguiente etapa de encuentro dialogado, lo cual se producirá solo si se constata que 
el proceso restaurativo no causará perjuicio a ninguna de las partes y si ambas buscan real-
mente una solución dialogada que permita reparar a la víctima.

En caso de que alguna de las partes no consienta en participar, ya sea en esta fase inicial 
o en cualquier momento del proceso, los servicios restaurativos lo comunicarán de inmediato 
al órgano judicial, el cual continuará con la tramitación del procedimiento penal, según lo 
establece el apartado 7 de la misma disposición adicional de la LECrim.

B) Fase de encuentro

Esta etapa implica una entrevista conjunta conducida por el mediador con ambas partes, 
aunque no es necesario que compartan el mismo espacio físico, dado que el proceso restau-
rativo permite la mediación indirecta. Por lo tanto, en esta fase se puede llevar a cabo una 
reunión conjunta si ambas partes están de acuerdo y el mediador lo considera viable. Tam-
bién es posible alcanzar un acuerdo sin que la víctima y el acusado se encuentren cara a cara, 
utilizando métodos de comunicación indirectos.

La duración de esta fase varía, pudiendo extenderse a varias sesiones dependiendo de la 
complejidad del caso, el estado emocional de los involucrados o el número de víctimas. El 
mediador desempeña un papel fundamental, orientando el proceso a través de técnicas res-
taurativas como el fomento de un diálogo estructurado y la gestión de las emociones. Al ser 
la participación en el proceso totalmente voluntaria, cualquiera de las partes puede retirarse 
en cualquier momento sin que esto afecte el procedimiento penal y sin que ello derive conse-
cuencias adversas ni para el investigado, acusado o condenado ni para la víctima.

En cuanto a la posibilidad de que los intervinientes en la mediación estén o no acompa-
ñados de letrado, debido a las posibles consecuencias o efectos de la mediación penal y al 
estatuto integral que se le reconoce al investigado, acusado o condenado, éste podrá estar 
asistido de abogado, para asegurar su derecho de defensa respecto de los acuerdos que 
alcance en virtud de mediación. Asimismo, las víctimas tendrán también derecho de estar 
asistidas de su letrado y de una persona de su elección, de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 21 de la Ley 4/2015, si bien las últimas no podrán intervenir en el proceso de 
mediación si no fueran llamadas para ello.

Irresuelta queda también la cuestión de quiénes son los servicios de justicia restaurativa. 
La LO 1/2025 no contempla la organización o la composición del denominado «equipo res-
taurativo». Es cierto que su inclusión en la Ley de Enjuiciamiento Criminal acerca el desarrollo 
de esta función a la competencia procesal que es exclusiva del Estado. El título competencial 
de la LO 1/2025 no lo clarifica. En todo caso, el desarrollo de estas funciones del equipo 
restaurativo va a ser equiparada a servicios prestados por la Administración de Justicia, con 
la consecuente diversidad entre las distintas administraciones —estatal y autonómicas— 
prestadoras del servicio o actuantes en cada uno de sus ámbitos. Sin perjuicio de que esta 
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ausencia de previsión legal resulta criticable y un obstáculo para la implementación de una 
figura que va a encontrarse con óbices de naturaleza variada y que se beneficiaría de una 
normativa sobre el prestador —aunque fuera por disposición reglamentaria—, este servicio ya 
venía siendo prestado por algunas Comunidades Autónomas.

5.3. Terminación y consecuencias

El apartado octavo de la reiteradamente mencionada Disposición Adicional prevé la termi-
nación sea o no exitosa del proceso de mediación en los siguientes términos:

«Concluido el procedimiento restaurativo, los servicios emitirán un informe sobre el resultado 
positivo o negativo de la actividad realizada, acompañando, en caso positivo, el acta de reparación 
con los acuerdos a los que las partes hayan llegado, que estará firmado por las partes personal-
mente y por sus letrados, si los hubiera. El informe, del que se entregará copia a las partes del 
procedimiento restaurativo, no debe revelar el contenido de las comunicaciones mantenidas entre 
las partes ni expresar opinión, valoración o juicio sobre el comportamiento de las mismas durante 
el desarrollo del procedimiento de justicia restaurativa»

En todo caso, los servicios encargados del desarrollo del proceso de mediación penal 
deberán emitir un informe sobre el resultado de la actividad realizada. La norma delimita 
negativamente el contenido del mismo, sin que se puedan incluir en él los términos de las 
conversaciones mantenidas en el ámbito de la mediación o los comportamientos verificados 
por las partes durante las sesiones. En el supuesto de que el proceso de mediación haya 
terminado con acuerdo entre víctima y victimario, se documentará el mismo mediante acta 
de reparación, que incluirá los acuerdos a los que hayan llegado las partes y será firmado por 
los intervinientes.

El apartado noveno establece los efectos que sobre el proceso penal tiene la consecución 
del acuerdo de justicia restaurativa entre las partes, preceptuando:

«En caso de existir acuerdo, el órgano judicial, previa audiencia del Ministerio Fiscal, de las 
partes personadas y de la víctima del delito, por término de tres días, valorando los acuerdos a los 
que las partes hayan llegado, las circunstancias concurrentes y el estado del procedimiento, podrá:

a) Si se tratase de un delito leve, decretar el archivo, a la vista del cumplimiento de los acuer-
dos alcanzados, de conformidad con lo establecido en el artículo 963 de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal.

b) Si la causa se siguiera por un delito privado o un delito en el que el perdón extingue la respon-
sabilidad criminal, acordar el sobreseimiento del procedimiento y su archivo, dejando sin efecto las 
medidas cautelares que se hubieren acordado en su caso.

c) Si la causa estuviera en el órgano de instrucción, acordará la conclusión de la misma y la 
remisión de la causa al órgano competente para la celebración del juicio de conformidad en los 
términos de los artículos 655 y 787 ter de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

d) Si la causa estuviese en el órgano de enjuiciamiento, se seguirá por los trámites del juicio de 
conformidad. La sentencia de conformidad incluirá los acuerdos alcanzados por las partes.

e) Resolver sobre la suspensión de la ejecución de la pena privativa de libertad, valorando el 
resultado del procedimiento restaurativo para el establecimiento de las condiciones, medidas u 
obligaciones de la suspensión; o, en su caso, sobre el contenido de los trabajos en beneficio de la 
comunidad»
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Los supuestos que contempla la DA 9.ª 9 de la LECrim son correlativos a las distintas 
fases y tipos de procesos en que se puede dar el acuerdo en virtud de mediación. El preten-
dido éxito del proceso de justicia restaurativa llevará consigo un beneficio para el responsa-
ble penal y sin duda también una satisfacción moral y económica, en su caso, de carácter 
reparatorio para la víctima17. La aplicación de las posibles consecuencias derivadas del acta 
de reparación requiere de la audiencia previa de la víctima, de las partes y del Ministerio 
Fiscal, ello con el objetivo de que cada uno de los interesados en el procedimiento penal 
pueda interesar lo que a su juicio convenga conforme a derecho. Este trámite de alegaciones 
permite que las partes pongan en conocimiento del juez todas las circunstancias concurren-
tes que puedan influir en la decisión que ha de ser adoptada por el juez. Resulta de especial 
interés la posibilidad de que las partes puedan en este trámite aportar elementos de juicio 
al juzgador debido a que los efectos que la ley atribuye a la conclusión del procedimiento de 
mediación con acuerdo no son automáticos en todo caso, si no que el propio redactado del 
precepto establece que «el órgano judicial (...) podrá» atribuir al término exitoso del procedi-
miento las consecuencias que el propio precepto le atribuye y en todo caso «valorando los 
acuerdos a los que las partes hayan llegado, las circunstancias concurrentes y el estado del 
procedimiento», valoración que se asegura mediante la posibilidad de que las partes infor-
men sobre todo ello.

En primer lugar, se ocupa el apartado transcrito del efecto del acuerdo de mediación desa-
rrollado en un proceso de delitos leves, pudiéndose acordar el sobreseimiento previsto en el 
artículo 963 de la Ley de Enjuiciamiento, sin que sea necesaria solicitud del Ministerio Fiscal, 
y permitiendo consecuentemente que el delito leve no sea sancionado penalmente.

En caso de delitos privados o semiprivados, el acuerdo de mediación determina la con-
currencia de una causa de extinción de la responsabilidad criminal, lo que impide necesaria-
mente la continuación del procedimiento e impone la finalización del procedimiento penal 
sin pronunciamiento condenatorio. El art. 130.1. 5.º del CP establece que la responsabilidad 
penal se extingue por el perdón de la persona ofendida, cuando se trate de delitos leves per-
seguibles a instancias de la persona agraviada o la ley así lo prevea. El perdón habrá de ser 
otorgado de forma expresa antes de que se haya dictado sentencia, a cuyo efecto la auto-
ridad judicial sentenciadora deberá oír a la persona ofendida por el delito antes de dictarla. 
En los delitos cometidos contra personas menores de edad o personas con discapacidad 
necesitadas de especial protección que afecten a bienes jurídicos eminentemente persona-
les, el perdón de la persona ofendida no extingue la responsabilidad criminal. Ello alcanza a 
los delitos de calumnia e injuria (art. 215.3 CP), a los delitos leves perseguibles a instancia 
del agraviado, así como a los delitos de descubrimiento y revelación de secretos de los arts. 
197 a 201 del CP (art. 201.3 CP) y los de daños causados por imprudencia grave en cuantía 
superior a 80.000 euros (art. 267 CP). En caso de que haya recaído sentencia condenatoria 
firme y nos encontramos en fase de ejecución, sería de aplicación la norma prevista en la letra 
e) del apartado noveno.

En caso de delitos públicos o semipúblicos que se encuentren en fase de instrucción, se 
remiten las actuaciones al órgano competente para la celebración del juicio de conformidad. 
La regulación del apartado c) es correlativa a la línea general de la LO 1/2025 que lo introduce, 
en el sentido que se fomenta especialmente la conformidad en el ámbito del procedimiento 

17	 Javier Muñoz Cuesta, «El procedimiento de justicia restaurativa en la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de 
enero», en vLex, 1 de enero de 2025.
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penal. Nada impide que una vez recibido el acuerdo de mediación se proceda a la conver-
sión de las diligencias previas en diligencias urgentes propias del juicio rápido conforme a lo 
previsto en el artículo 779.1.5.º de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, siempre que concurran 
los requisitos previstos en dicho artículo y que los hechos que se investiguen en la causa 
sean constitutivos de un delito con una pena de hasta tres años de prisión, con pena de 
multa cualquiera que sea su cuantía o con otra pena de distinta naturaleza cuya duración no 
exceda de 10 años. Es más, dicha posibilidad presenta ventajas tanto para los órganos judi-
ciales —permitiendo que el proceso termine mediante sentencia ante el órgano instructor, sin 
necesidad de remitir las actuaciones a otro órgano jurisdiccional— como para el victimario 
que ha reconocido los hechos, permitiéndole beneficiarse de la rebaja en un tercio del artículo 
801.2 de la LECrim. Esta posibilidad constituye además un estímulo para la consecución de 
acuerdos en virtud de mediaciones penales, lo que supone un doble impulso —a las conformi-
dades y a la mediación— en el marco del objetivo establecido por la Ley Orgánica 1/2025, de 
2 de enero. También hay que matizar que la remisión de la causa al órgano competente para 
la celebración del juicio exige de la conformidad entre el Ministerio Fiscal, de modo que si 
recibida el acta de reparación, el Ministerio Fiscal no muestra su conformidad con los hechos 
reconocidos por el investigado e interesa la continuación del procedimiento por los trámites 
adecuados para el dictado de una sentencia de conformidad, lo que procede es dictar el auto 
de finalización de la instrucción, si se han practicado todas las diligencias indispensables, 
con apertura de la fase intermedia.

Si la causa por delito público o semipúblico se encontrara ya ante el órgano de enjuicia-
miento, la consecución del acuerdo en el procedimiento de justicia restaurativa determina 
que el procedimiento penal siga los cauces previstos en el artículo 655 para el ordinario y 787 
ter para el abreviado sobre el juicio de conformidad. El acta de reparación no incluirá acuerdo 
alguno sobre la pena a imponer en el procedimiento penal, debiéndose estarse en el juicio de 
conformidad a las penas demandadas por las acusaciones personadas, que deberán tener 
en cuenta el reconocimiento de hechos y la reparación del daño, con sus efectos inherentes 
ex artículos 21 y 66 CP. No obstante, el acuerdo restaurador no determina necesariamente la 
sentencia de conformidad, siendo necesario el acuerdo del Ministerio Fiscal y de las partes 
para el inicio del trámite de conformidad. La conformidad puede serlo al escrito de acusación 
presentado, o al nuevo escrito de calificación que conjuntamente firmen las partes acusado-
ras y la parte acusada junto a su letrado o letrada, La sentencia de conformidad debe incluir 
los acuerdos de las partes, si bien están sujetos al control de legalidad del juez o tribunal (art. 
655.1 y 787 ter.2 LECrim). En caso de que a pesar del reconocimiento de hechos formulado 
por el acusado no existiera acuerdo sobre la pena puntual, no existe inconveniente en que el 
juicio se celebre y se dicte sentencia resolviendo dicha cuestión, partiendo de los hechos pro-
bados que hayan sido reconocidos por el acusado. La misma solución cabe ofrecer en aque-
llos casos en que no exista acuerdo entre las partes personadas respecto de algún elemento 
(por ejemplo, condición de muy cualificada la atenuante de reparación del daño).

En todo caso, en las sentencias de conformidad que se alcancen se podrían aplicar las 
siguientes circunstancias18:

	– La apreciación de la atenuante genérica del artículo 21.5 del CP, simple o muy cuali-
ficada, que recoge como una de las circunstancias atenuantes de la responsabilidad 
criminal, que el culpable haya reparado el daño ocasionado a la víctima o aminorado 

18	 Consejo General del Poder Judicial. «Guía para la práctica de la mediación intrajudicial», 2024.
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sus efectos en cualquier momento del procedimiento, antes del juicio oral. Para la apli-
cación de la atenuante, la jurisprudencia viene exigiendo la existencia de un acto repa-
rador que compense el desvalor de la conducta infractora, expresando la STS núm. 
179/2018, de 12 de abril, que se configura como una atenuante «ex post facto» que 
tiene como finalidad esencial la de dar protección a la víctima; por este motivo, es nece-
sario que exista un resultado positivo del proceso de mediación para la aplicación de la 
atenuante de reparación del daño, tal como expresa la STS núm. 1193/2024, de 17 de 
febrero de 2025, a la vista de la nueva regulación de la Disposición Adicional Novena de 
la Ley Orgánica 1/2025.

	– Alguna de las atenuantes específicas reguladas en diversos tipos penales de la parte 
especial del Código.

	– La apreciación de la atenuante analógica del artículo 21.7 del CP respecto a los casos 
de acuerdos posteriores.

	– La estimación de las atenuantes específicas para las personas jurídicas contempladas 
en el artículo 31 quater del CP.

Asimismo, la amplitud de las horquillas penales del código hace posible la consideración 
del proceso de mediación como un relevante elemento a considerar para la concreción de la 
pena.

Por último, se ocupa la disposición adicional sobre las consecuencias de la mediación 
penal posterior a la sentencia condenatoria. La posibilidad más clara de aplicación está en 
el momento de resolver sobre la suspensión de la pena privativa de libertad (expresamente 
referenciada la mediación penal en el artículo 84.1.1.º). La norma también refiere a la delimi-
tación de los trabajos en beneficio de la comunidad. También debería considerarse el acuerdo 
alcanzado en virtud de un procedimiento de justicia restaurativa para la concesión del benefi-
cio de la libertad condicional y para la remisión definitiva de la pena. La justificación de la inci-
dencia de la mediación en la fase de ejecución de las sentencias firmes se encuentra en que 
la condena puede cumplir la parte de dar satisfacción personal-moral a la víctima siendo el 
beneficio para el penado en la ejecución de la pena la obtención de beneficios penitenciarios, 
para la víctima una mayor colaboración y satisfacción económica, más allá de lo que pueda 
representar en términos personales un expreso perdón, y para la sociedad una mayor promo-
ción y avance en el campo de la resocialización, la reinserción social y la prevención especial.

Desde el momento en que se dicta la sentencia condenatoria, la reparación puede influir en 
decisiones como la suspensión de la pena y la concesión del indulto, así como en la ejecución 
de la pena privativa de libertad, incluyendo la posibilidad de obtener beneficios penitenciarios, 
progresar en grados y anticipar la libertad condicional. La inclusión de la víctima en la fase de 
ejecución se encuentra prevista en el artículo 13 de la Ley 4/2015.

El artículo 13 de la LEVD establece que las víctimas deben ser emplazadas para formula-
ción de alegaciones antes del dictado de una serie de resoluciones en la fase de ejecución 
de penas privativas de libertad. En todo caso, están legitimadas para proporcionar al juez o 
tribunal cualquier información que pueda ser relevante para resolver cuestiones relacionadas 
con la ejecución de la pena.
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El acta de reparación alcanzada en virtud de un procedimiento restaurativo puede influir en 
la adopción de medidas alternativas a la prisión, ya sea que este se haya desarrollado durante 
la fase declarativa o en la fase de ejecución. La derivación hacia un procedimiento restaura-
tivo y la posible consecución de un acuerdo de reparación resultan especialmente importan-
tes en la fase de ejecución, particularmente cuando la sentencia penal no ha decidido sobre 
la suspensión de la pena (DA 9.ª 9. e) LECrim).

El juez o tribunal puede tendrá en cuenta el acuerdo de reparación antes de decidir sobre 
la concesión o no de la suspensión de la pena (artículo 82.1 del Código Penal), pudiendo con-
dicionar al cumplimiento de lo acordado en la mediación la suspensión de la ejecución de la 
pena de prisión (artículo 84.1. 1.º del Código Penal).

La conclusión de la mediación durante la fase de ejecución, y el cumplimiento de lo acor-
dado, pueden también afectar a la obtención de beneficios penitenciarios, a la evolución de 
grado penitenciario y a la concesión de la libertad condicional.

Respecto a los beneficios penitenciarios, previstos en el artículo 47 de la Ley Orgánica 
1/1979, de 26 de septiembre, General Penitenciaria, se conceden en casos de episodios tasa-
dos en la vida personal del interno (47.1) o en «preparación para la vida en libertad», que 
exigen de buena conducta y de informe positivo del equipo técnico, que debe valorar entre 
otros, ese esfuerzo de reparación realizado para alcanzar un acuerdo con la víctima, así como 
el cumplimiento del compromiso asumido para llevarlo a cabo. También se deben considerar 
el acuerdo de mediación y su cumplimiento para la atribución de las recompensas previstas 
en el artículo 46 LOGP.

En la progresión al tercer grado también puede incidir la conclusión de un acta de repara-
ción en virtud de mediación penal posterior al acuerdo. Uno de los requisitos exigidos para 
que un interno sea clasificado en tercer grado es la satisfacción de la responsabilidad civil, 
considerando a tales efectos «la conducta efectivamente observada en orden a restituir lo 
sustraído, reparar el daño e indemnizar los perjuicios materiales y morales» (72.5 LOGP). A 
tales efectos es especialmente considerable el acuerdo de mediación como la «conducta 
observada» y el cumplimiento del mismo en cuanto a la restitución, reparación e indemniza-
ción. En los casos de delitos de terrorismo y cometidos en el seno de organizaciones crimina-
les, se exige una declaración expresa de perdón, lo que podría acreditarse directamente con 
el acta de reparación.

En relación a la libertad condicional, el propio código contempla de forma expresa la 
importancia de la participación activa y positiva en programas de reparación a las víctimas en 
su artículo 90.2. El apartado primero del precepto exige «buena conducta» del penado, lo que 
desde luego ya permite integrar la posibilidad de un acuerdo alcanzado en virtud de la media-
ción penal como un elemento a valorar para la concesión del beneficio. No obstante, cabe el 
adelantamiento de la libertad condicional en los términos del artículo 90.2 del Código Penal 
siempre y cuando el penado acredite «la participación efectiva y favorable en programas de 
reparación a las víctimas o programas de tratamiento o desintoxicación, en su caso». Desde 
luego, el acta de reparación debe ser considerado a estos efectos, precisamente porque su 
objeto único es el de reparar de forma efectiva a la víctima. Todo encaja si se interrelacionan 
los fines de la mediación penal en este punto, reparación de la víctima y reinserción del delin-
cuente, concretada en la obtención de la libertad condicional.
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6. Conclusiones
Se ha dicho en varias ocasiones durante el artículo que el escaso desarrollo normativo 

de la mediación penal obstaculiza su aplicación. Sin embargo, como primera conclusión del 
trabajo podemos decir que este obstáculo no es ni debe ser en ningún caso impeditivo de su 
aplicación. Así, pudiendo distinguir de forma autónoma dos contenidos esenciales, se formu-
larán siguiendo una sistemática independiente, para mejor comprensión: sobre la normativa 
y su aplicación.

A) Sobre la normativa de la mediación penal

La mediación penal se encuentra regulada en nuestro ordenamiento jurídico. Existe un 
cuerpo normativo tanto nacional como internacional que permiten su aplicación práctica. 
Se puede reprochar la insuficiencia o falta de extensión de la misma, incluso su inclusión 
sistemática en la Ley de Enjuiciamiento Criminal. De hecho, esas críticas se han realizado en 
el presente trabajo y se van a mantener en fase de conclusiones. Sin embargo, ello no debe 
vedar su aplicación en nuestro derecho.

Partiendo de esa base, la regulación es insuficiente y en determinadas líneas, inadecuada y 
contraria a la aplicación de la figura y a sus beneficios. En cuanto a la insuficiencia, la mínima 
regulación en el ordenamiento nacional que constituyen el artículo 15 de la LEVD y la DA 9.ª 
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal dejan vacías de contenido normativo una pluralidad de 
cuestiones de gran relevancia. La regulación procesal —de la que se hablará posteriormente, 
precisamente, pretendiendo colmar alguna de esas lagunas— es insuficiente y generadora 
de inseguridad jurídica. No determina los efectos de que las partes se sometan a mediación 
durante el procedimiento penal, no regula como debe estructurarse los diferentes actos y 
resoluciones que deben ser dictadas, carece absolutamente de regulación sobre la compo-
sición del denominado equipo restaurativo y del procedimiento de mediación, y es, cuanto 
menos, inconcluyente sobre las consecuencias en todos aquellos casos en que el acta de 
reparación alcanzado en virtud de mediación no determina la conclusión del procedimiento 
penal.

Es especialmente criticable que la mediación de adultos adolezca de una ausencia total de 
regulación reglamentaria, dejando sin reglamentación la figura del mediador o encargado de 
la mediación y del mismo procedimiento restaurativo. La conveniencia tiene su fundamento 
en que la incertidumbre generada por la falta de reglamentación puede desincentivar la deri-
vación a mediación por parte de las autoridades judiciales y producir desigualdades entre los 
interesados en el procedimiento de mediación penal atendiendo a quien sea el prestador de 
los servicios de mediación o cómo la administración competente en materia administración 
de justicia tenga organizado el servicio de mediación.

Se requiere también una regulación integral de los términos de la mediación dentro del pro-
ceso. A tal efecto, se debe regular adecuadamente la resolución que deriva a mediación, su 
forma, sus contenidos y sus términos. También sería apropiado que la ley previniera las con-
secuencias de la mediación dentro del proceso en cada una de las fases. El plazo máximo de 
tres meses —aunque prorrogable— se considera insuficiente, especialmente si se considera 
que se desconoce el tiempo de duración de los procedimientos restaurativos en esta nueva 
configuración. La DA 9.ª se limita a manifestar que en fase de instrucción se seguirán prac-
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ticando las diligencias indispensables para la comprobación de delito. ¿Qué ocurriría con las 
no indispensables? ¿Queda en suspenso la tramitación de las diligencias previas? En sede de 
delito leve se dice que se interrumpe la prescripción. ¿Qué sucede con la mediación en fase 
intermedia, fase de juicio oral y fase de ejecución? En el siguiente apartado de las conclusio-
nes se ofrece una respuesta a estos interrogantes más o menos acertada, si bien lo propio 
que dichas cuestiones quedaran adecuadamente resueltas por la ley.

En cuanto al acta de reparación y sus consecuencias para el investigado, acusado o con-
denado en los casos de delitos graves o menos graves, que la ley reconduce a la sentencia 
de conformidad, sería ventajoso que la finalización con acuerdo entre víctima y victimario, 
con la consecuente satisfacción para la víctima, conllevara un tratamiento especial en las 
conformidades, permitiendo bien una reducción proporcional de la condena o bien mediante 
la reforma del catálogo de las circunstancias atenuantes del Código Penal, atribuyendo a la 
conclusión y cumplimiento de la mediación un privilegiado efecto sobre la condena adicional 
al propio de la atenuante de reparación del daño. En cuanto a la fase de ejecución, debería 
estudiarse la posibilidad de que en caso de penas privativas de libertad de corta duración la 
conclusión y cumplimiento del acta de reparación permitiera la sustitución de la pena priva-
tiva de libertad por otras no privativas de libertad que conlleven una mayor utilidad social, 
representando la retribución a la sociedad y favoreciendo la reinserción del condenado.

El ámbito de aplicación de la mediación penal debe ser ampliado partiendo de la indiso-
ciable noción de que la mediación solo será aplicable a aquellas infracciones penales en que 
existan víctima y victimario, carecen de sentido las exclusiones establecidas legalmente. Se 
reiteran aquí las críticas realizadas anteriormente, que entendemos carentes de sentido e 
incluso perjudiciales para la víctima, en relación a la proscripción de la mediación en supues-
tos de violencia sexual y violencia de género. En el primero de los supuestos, porque la media-
ción puede suponer una satisfacción mayor y una verdadera reparación a la víctima. En rela-
ción al segundo, porque el posible encuentro entre víctima y victimario podría representar 
un gran beneficio para el desarrollo de la vida cotidiana de la víctima —bien en su relación 
de pareja bien en los efectos derivados de la ruptura—. El veto de la mediación penal supone 
un exceso tuitivo y sobreprotector del Estado que vulnera los derechos de las víctimas. Ellas 
ya encuentran su protección en el régimen general de la mediación (exigencia de consenti-
miento y control judicial de la ausencia de ulteriores riesgos). Consecuentemente, la deroga-
ción de los incisos que la prohíben resulta altamente recomendable.

En lo que relaciona con el principio de legalidad y las posibles afectaciones derivadas de 
la implantación efectiva de la mediación penal, cabe concluir que no existe quiebra del men-
cionado principio por el régimen actual de la institución. Es más, existe cierto margen para 
aumentar los efectos del acta de reparación sin llegar a amenazar la estabilidad del principio 
de legalidad. Ello se extrae del análisis comparado de las legislaciones realizadas. Es más, 
los actuales efectos no alcanzan más que al principio de oportunidad en los delitos leves —ya 
introducido anteriormente— y a la disponibilidad del proceso penal en determinados delitos, 
también previamente reconocidos.

Por último, se dirá que, a pesar de lo expuesto en los anteriores párrafos, la consideración 
de nuestra actual regulación en materia de mediación penal no es negativa. Es, como todo, 
mejorable. Sin embargo, la Disposición Adicional de la Ley de Enjuiciamiento Criminal reite-
radamente referenciada en el presente trabajo introduce una regulación adecuada basada 
en los principios esenciales de la mediación recogidos en todos los textos internacionales 
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y que gozan de unanimidad en la doctrina, asumiendo como uno de los pilares esenciales 
de la mediación penal el control judicial —tanto inicial como final—, lo que, a pesar de las 
críticas realizadas, permite estimar que nos encontramos ante una base sólida que debe ser 
desarrollada. A tal efecto, desde una óptica sistemática, sería conveniente que la regulación 
se realizara en una Ley Orgánica dedicada a la mediación penal, muestra de la relevancia de 
la figura, en vez de en una Disposición Adicional.

B) Sobre la aplicación de las normas de mediación penal vigentes

En esta parte se harán una serie de recomendaciones referidas a la aplicación del actual 
marco jurídico de la mediación penal, sobre el que ya nos hemos pronunciado anterior-
mente. Se tratará de unas mínimas consideraciones sobre la aplicación de la normativa con 
base a los hallazgos obtenidos en el trabajo que vienen a suplir las carencias anteriormente 
denunciadas.

En primer lugar, en cuanto a la resolución judicial que deriva a las partes a la mediación, 
debe tratarse de un auto motivado, que tenga en cuenta la concurrencia de circunstancias 
que aconsejen la invitación a mediación. En casos especiales, en que la víctima sea menor de 
edad o persona vulnerable o con discapacidad, deberá realizar una valoración especial sobre 
estos extremos que legitime la derivación a mediación. La fundamentación de la resolución 
deberá extenderse a la ausencia de riesgos o posibles peligros para la víctima. La norma 
general es que el plazo de mediación debe ser el máximo, es decir, tres meses.

Asimismo, el Ministerio Fiscal debería asumir un rol activo, interesando el dictado de la 
mencionada resolución en aquellos casos que se considere conveniente. A tal efecto, resul-
taría de gran utilidad el dictado de una instrucción o circular unificando criterios en la materia 
que podría complementar de forma muy productiva nuestro ordenamiento.

La información sobre la mediación, su desarrollo y posibles consecuencias debe ser efec-
tuada por el Letrado de la Administración de Justicia. El consentimiento debe ser prestado 
ante la misma autoridad, que deberá dar fe del consentimiento, unirlo a los autos y proceder 
a la derivación a los servicios de mediación. En caso del investigado, acusado o condenado 
deberá prestarlo asistido de su abogado.

Una vez iniciado el procedimiento, dando por reproducido lo anteriormente manifestado 
se considera que: (i) en fase de instrucción deberán practicarse las diligencias necesarias; (ii) 
en caso de fase intermedia se deberá diferir el señalamiento del juicio hasta la terminación 
del procedimiento y (iii) en caso de juicio oral solo procede la suspensión si es solicitado por 
ambas partes o en caso de delitos privados o semiprivados.

Por último, a pesar de que no se contempla por la norma, en aquellos casos que se alcance 
un acuerdo entre las partes, encontrándose el procedimiento en fase de instrucción como 
diligencias previas, y se cumplan los requisitos del artículo 801 de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, procederá la conversión en diligencias urgentes propias del procedimiento para 
enjuiciamiento rápido de determinados delitos, con los beneficios propios tanto para el inves-
tigado como para la Administración de Justicia.

Como cierre, ya independiente de la división en la que se ha estructurado la conclusión del 
trabajo, diremos que la mediación penal debe desarrollarse en España. El marco normativas 
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que tenemos es escaso y requiere de evolución, pero es un régimen suficiente con el que 
trabajar. Las bondades de la figura deben permitir sobrepasar las deficiencias legislativas. 
Su efectiva implantación y crecimiento en nuestro país requiere de cierta voluntad que debe 
observarse de forma transversal, entre todos los operadores jurídicos, iniciando por el legis-
lador. Sin embargo, las circunstancias descritas a lo largo del trabajo no constituyen óbices 
insalvables. La aplicación de la mediación penal de adultos en el ordenamiento penal español 
debe verse reforzada tras la LO 1/2025, si bien reivindicando su mejora, que permita que las 
bondades de la figura obtengan un superior alcance, con el fin último de proteger a la víctima 
y asegurar su reparación y satisfacción, así como de promover la reinserción del victimario y 
un encuentro entre ambos que beneficie a la sociedad.
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